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INTRODUCCIÓN 

La tesis profesional constituye un requisito fundamental para aspirar a un grado académico, 

además de ser c1 general una exigencia de tipo legal, confonna una oportunidad para que el aspirante a 

obtener tal grado, aplique en forma sistemática y ordenada sus conocimientos en el área elegida para I1 

investigación. 

Con esta finalidad nos permitimos presentar a esta Universidad L1sallista BENAVENTE la 

tesis profesional que hemos denominado "La averiguación previa, su problemática y posibles 

soluciones para su debida integración", misma que se pondrá a consideración DEL HONORABLE 

JURADO para su análisis y réplica. 

El tema en cuestión, desde luego que se encuentra estrechamente vinculado a la función 

Ministerial dentro de la averiguación previa que constituyo la primera etapa del procedimiento penal, 

con miras a integrar debidamente y dentro de un término legal, que hasta ahora, se establece tanto en 11 

Constitución en su Articulo 16 yen el Código de Procedimientos Penales del Estado de Guanajuato en 

su Artículo 183 bis y que anteriormente aparte de dejar una laguna en la ley, daba margen a 

detenciones prolongadas con la consecuente violación a las glnultias del gobernado sujeto a 

investigación por la presunta comisión de algún ilícito. 

Dicho término legal de 48 lloras, y en ocasiones el doble del término cuando se trata de 

delincuencia organizada, viene a establecer de forma alguna una limitante a la función del Ministerio 

Público, considerándose con ello que dentro de ese plazo máximo podrá la autoridad investigadora 

realizar adecuadamente su función sial el apresuramiento o presión, y así hacer la integración debida 

para en su caso ejercitar o no la acción penal, determinar la consulta o archivo cuando así procesa, y 

sobre todo evitar consignaciones deficientes en detrimento de la buena procuración de 11, justicia. 

Con el afán de suplir mis propias limitaciones, lic procurado dentro de mis posibilidades, darlo 

la mejor ordenación y sistematización al presento trabajo de acuerdo a las más elementales reglas 

nlctodológicas, a cuyo efecto he dividido mi exposición en cinco capítulos : en el primero se hace un 

bosquejo histórico do la institución en estudio y su evolución hasta convertirla en lo que hoy 

representa ; dentro del segundo capitulo señalamos concepto y características generales con el objeto 

de que se comprenda en forma clara a la representación social ; cil el tercer capítulo se analiza la 

acción penal estrechamente vinculada al Ministerio Público ; en el cuarto capítulo se hace referencia al 



panorama general de la averiguación previa, así como de la función investigadora del Ministerio 

Público, para tenninar en el quinto capítulo de estudiar los requisitos legales para integrar debidamente 

una Averiguación previa. Someto 1 la consideración de los señores miembros de mi jurado examinador, 

este modesto trabajo, sin más pretensión que la de cumplir con un mandato y requisito académico y 

legal, pero consciente de haber ofrecido mi máximo esfuerzo y puesto mi mejor empeño, solicitando 

su infinita comprensión. 



CAPITULO PRIMERO 

EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

1.1. ANTECEDENTES REMOTOS. 

La institución del Ministerio Público, tiene su origen histórico desde épocas muy 

remotas, se puede afirmar que todo se inició en el momento que el hombre, ya no tan 

primitivo, decide organizarse para evitar los grandes inconvenientes que existían de per►nitir al 

individuo que se hiciera justicia por su propia mano, resultando permisible así la venganza 

privada, ya que en la primera etapa de la evolución social, la función represiva se ejerció por 

medio de la venganza privada en la cual el particular ofendido se hacía justicia por su propia 

mano, vengando la ofensa de la forma como mejor le parecía, y por ello comúnmente se 

excedía causando un da►3o mayor al que recibía, lo que iba a provocar en consecuencia la 

autodestrucción de los pueblos. 

El delito, es un atentado a la persona privada, y la justicia se hace por propia mano de 

las víctimas, o de sus allegados ; esta es la semilla que hizo germinar en el decurso de los 

siglos, la necesidad y justificación del Ministerio Público como institución. 

Posteriormente, el poder social ya organizado, imparte la justicia, bien a nombre de la 

divinidad (período de la venganza divina), o a nombre del interés público, salvaguardando el 

orden y la tranquilidad social (período de la venganza pública). Se establecen tribunales y 

normas aplicables, si bien generalmente arbitrarias, el ofendido por el delito, o sus parientes, 

acusan ante el tribunal, quien decide e impone las penas. 

Es necesario incursionar en la historia del derecho Sustantivo Penal, así como el 

derecho Procesal que le ha permitido, hasta la fecha su aplicación, para tratar de ubicar la 

primera aparición del Ministerio Público, que desde luego no se creó para cubrir la idea con 

1 



que fúnciona, en la forma y con la finalidad que hoy se conoce, ya que más bien, en sus inicios 

tuvo su razón de ser por cuestiones de índole fiscal. 

Es indiscutible que el derecho remotamente, no afloró como sentimiento altruista 

nación del delito, de las bajas pasiones, innatas, perceptibles atávicamente hasta nuestros días. 

En esta época los jefes y luego los reyes, ,fueron los primeros jueces, siendo la 

administración de la justicia una de sus importantes prerrogativas y uno de los deberes más 

esenciales de lo que entendían por soberanía. Seguramente por lo sencillo de las costumbres y 

necesidades, el jefe de la comunidad era quien debía restablecer la paz entre los individuos, 

intermediando para dar fin a los litigios que perturbaban no solamente el orden privado sino 

público de la comunidad, Con el acrecentamiento de la población lógicamente por la variedad 

de discusiones que hicieron evolucionar el derecho de castigar, y por la insuficiencia para 

poder resolver los problemas que cada vez eran mayores, los jefes y reyes se vieron obligados 

a delegar a ciertas personas o funcionarios, su derecho de impartir justicia.' 

De esta manera, pues, no se puede negar que en la mayoría de los pueblos de Europa de 

aquella época, la aparición de la jurisdicción, así congo el orden ca lo judicial, se presentó a 

manera de desmembramiento de las facultades de la realiza, en forma de cuerpo distinto e 

independiente, que en nombre del soberano juzgaba a los culpables, 

Se tuvo que reconocer además la conveniencia de que, si por un lado, los reyes debían 

de dirigir la colectividad e influencia de los tribunales, por el otro, ello no debía constituir un 

ataque a su naciente imperio y precaria autonomía ; a causa de lo anterior también se admitió 

que sin poner trabas a la acción de la justicia, era indispensable obligar a sus órganos a 

encerrarse dentro de los límites trazados por la naturaleza de sus funciones. 

Se vislumbra la idea complementaria de establecer así mismo intermediarios entre el 

trono y los depositarios del poder delegado, tendiendo a reconocer del soberano el ejercicio de 

la acusación y persecución de los culpables para proteger los intereses de la sociedad atacados, 

1 Días de León, Marco Antonio : 'l'coria de la acción Penal, Editorial 'Textos Universitarios, S. A. México, 1974, Pág. 261. 
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permitiéndose, en algunos casos que terceros hicieran valer las pretensiones que a menudo 

surgían de los intereses privados. En tal virtud, la de acusar se reconoció también cono 

función social de ese incipiente Estado ; los agentes de la judicatura se convirtieron a un 

mismo tiempo en agentes del monarca en la persecución de algunos delitos, siendo 

aparentemente su función vigilada para que no la hicieran opresiva.Z  

Estos funcionarios, cuyas funciones en algunos puntos, podrían coincidir con el 

moderno Ministerio Público ciertamente eran desconocidos en los pueblos antiguos, más no 

por ello sería válido afirmar que su creación haya sido exclusiva de los legisladores modernos. 

Así los estados embrionarios restringieron la actividad de los gobernados en lo que a 

administrar justicia se refería monopolizando su ejercicio con prohibición (le la venganza 

privada, la autotutela y la autocomposición, principalmente con relación a lo penal, sin 

importar que estas formas hubieran sido las posibles soluciones al litigio, Además de integrar 

la paz social, pronto la autoridad intervino para mitigar los resentimientos, graduar 

equitativamente las penas, aplicándolo tan sólo a los culpables y, así, entonces fue cuando se 

gestó la acción pública, es decir, la directa intervención del Estado para perseguir a los 

delincuentes y castigarlos. Lógicamente esta función persecutoria se delegó también en ciertos 

personales, constitutivos en la actualidad del Ministerio Público. 

1.2. GRECIA. 

En el derecho ático, los ciudadanos eran quienes sostenían la acusación, cuya 

inquisición era llevada ante los elitistas. 

Algunos consideran que el origen de la institución se dio en la antigüedad griega, y 

particularmente en los tesmoteti, que eran funcionarios encargados de denunciar a los 

imputados ante el Senado o ante la Asamblea del pueblo que designaba a un ciudadano para 

sostener la acusación ; la acción penal podía ser ejercitada por el agraviado. Licurgo creó los 

éforos, encargados de que no se produjese la impunidad cuando el agravio se abstenía de 

2  Díaz de León, Marco Antonio : Teoria de la Acción Penal, Ob, Cil. México 1974, I'iig. 262. 
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acusar, Con el tiempo, los éforos fueron censores, acusadores y jueces. A partir de Pendes, el 

Arcópago acusaba de olicio y sostenía las pruebas en caso de que el inculpado hubiese sido 

injustamente absuelto por los magistrados. Aquí, el Acrópago ¡ungía como el Ministerio 

Público, al ejercer la acción penal ante el tribunal del pueblo para revocar las sentencias 

contrarias a la ley. Por su parte el Arconte denunciaba cuando la víctima carecía de parientes o 

éstos no ejercitaban la acción. Finalmente el sostenimiento de ésta quedaba muy a menudo en 

¡llanos (le los oradores,' 

1.3. ROMA. 

En la época del Derecho Romano, durante sus períodos de la Legis Actionis, del 

procedimiento Formulario, y del extraordinario venlos que se permite salvo rarísimas 

excepciones que el particular ofendido por un delito promoviera la acusación ante el 

Magistrado o Juez, según se tratara del período correspondiente ; sin embargo, la persecución 

de los delitos en Roma correspondía en algunos casos, aparte del ofendido, a todos los 

ciudadanos y a los magistrados. 

Bajo el reinado de Tulio I-lostilio aparecieron los quaestori que perseguían los 

atentados que perturbaban el orden público o que lesionaban los intereses de los ciudadanos. 

En los casos de persecución de los dolos y fraudes de las convenciones que se conocían 

con el nombre del Estelionato, la facultad correspondía exclusivamente a los Magistrados ; 

pero en las violencias contra los particulares, consideradas congo simples ofensas privadas, a 

ellos incumbía promover la acción para que, a través de los órganos judiciales se castigara a 

los culpables.` 

Frente a los delitos privados a los que correspondía un proceso penal privado en el que 

el Juez tenía el carácter de mero Arbitro, existían los delitos públicos con un proceso penal 

público, que comprendía la cognitio, la accusatio y un Procedimiento Extraordinario. 

3  García Ramírez, Sergio ; Derecho Procesal Penal, Editorial Porrúa, S.A. A9ixico 1983, Puig, 230. 

4  Diaz de León, Mareo Antonio : '¡'corla de la Acción Penal, Oh. Cit, México 1974, Pág. 263. 
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Así pues, observamos como en virtud (le la Accusatio, el particular ot'endido le 

correspondían las atribuciones que hoy tiene el Ministerio Público, no sólo ele Ejercicio de la 

Acción Penal, sitio también en el aspecto investigatorio, pues el Pretor lo investía de la 

facultad de indagar sobre el hecho para el cual se le otorgaba un término (le treinta días.' 

Cuando Ronia se convirtió en la ciudad de infames delatores que, causando la ruina de 

íntegros ciudadanos, adquirían honores y riquezas, cuando el romano se adormeció en una 

indolencia egoísta y cesó de consagrarse a las Acciones Públicas, la sociedad tuvo necesidad 

de un medio para defenderse y de aquí nace el procedimiento de olicio, que comprende el 

primer germen del Ministerio Público en la antigua Roma, representando la más conciencia del 

derecho,' 

1.4. ESPAÑA. 

En la Novísima Recopilación, se reglamentaron las funciones del Ministerio Fiscal. En 

las ordenanzas de Medina en 1948 se menciona a los Fiscales ; y posteriormente durante el 

Reinado tic Felipe II, se establecen dos Fiscales : uno para actuar en juicios civiles y otro en 

los criminales,' 

En su reseña sobre el particular Cerezo Abad "reliere como en el siglo XIII Jaime 

Primero de Valencia, creó el Abogado Fiscal I'atrinionial. En Navarra advino además, el 

Procurador de la Jurisdicción Real. Aragón estableció en el siglo XIV el Procurador General 

del Reino, y Castilla, el Procurador Fiscal. En el siglo XV Juan 11 dispuso el establecimiento 

del Promotor Fiscal. Los Reyes católicos crearon los Procuradores Fiscales, Felipe 11 entronizó 

los fiscales de su majestad, que bajo esta denominación perduraron hasta el siglo XIX. Felipe 

V intentó unificar los fiscales (le su majestad, y creó un fiscal con los abogados fiscales pero 

establecidos en 1713 desaparecieron en 1715. En las leyes de Recopilación se reglamenta el 

Promotor o Procurador Fiscal, promotoría regulada por las Leyes de Indias, Felipe II 

5  Díaz de León, Marco Antonio : Ob. Cit. México 1974, Pág. 264. 

6  Castro V., Juventino : El Ministerio Público en México, Editorial Porrón, S. A. México 1985, Pág. 2. 

7  Colín Sóínchez, Guillermo : Derecho de 1'rocediniicilios Penales, Editorial Porrón, S. A. México 1970. Puig. 89. 
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estableció dos solicitadores fiscales : "Mandamos que haya dos solicitadores fiscales, que 

soliciten y procuren las cosas que el Fiscal del Consejo de Indias les encargue : el uno para los 

negocios de las provincias del Perú ; y el otro para los de Nueva España, las cuales tendrán el 

salario que les mandaremos ciar y no pueden llevar otros cíe pleitantes y negociaciones ni otra 

persona alguna".' 

Posteriormente el Procesador Fiscal formó parte ele la Real Audiencia, interviniendo 

titndamental111ente a favor de las causas públicas y en aquellós negocios en los que tenía 

interés la Corona, protegía a los Indios para obtener justicia, tanto en lo civil como en lo 

criminal ; defendía la jurisdicción y el patrimonio de la 1-lacteada Real y también integraba el 

tribunal de la Inquisición ; en este tribunal figuró con el nombre de Procurador Fiscal, llevando 

la voz acusatoria en los juicios, y para algunas funciones específicas del mismo, era el 

conducto entre éste y el rey, a quien entrevistaba comunicándole las resoluciones que se 

dictaban. 

1.5. FRANCIA. 

Es inobjetable que la institución del Ministerio Público como existe en la actualidad es 

de origen francés, y nació con los Procureus Du Roi de la monarquía francesa del siglo XIV, 

instituidos "I'our la defensé des interésts du prince el de 1' etat", disciplinado y encuadrado en 

un cuerpo completo con las ordenanzas de 1522, 1523 y de 1586. El procurador del Rey se 

encargaba del procedimiento, y el abogado del rey se encargaba del litigio en todos los 

negocios que interesaban al rey. En el siglo XIV Felipe el I-lerinoso transforma los cargos y los 

erige en una magistratura. Durante la monarquía el Ministerio Público no asume la calidad ele 

representante del poder ejecutivo ante el poder judicial, porque en esta época es imposible 

hablar de división de'poderes.10 

8 Gnrcia Ramírez, Sergio : Ob. Cit. México 1983. I'iSg. 232, 

9 Colín S6nchez, Guillermo : Ob. Cit. México 1970, I'~ig. 90. 

10Castro V., Juventino : Ob. Cit. México 1985, 1'g. 5. 
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La revolución Francesa hace cambios en la institución desmen►brándola en 

Conimissaires du Roi encargados de promover la acción penal y de la ejecución, y accosateurs 

publics, que sostenían la acusación en el debato. La tradición de la monarquía le devuelve la 

unidad con la Ley de 22 Primario, año VIII (13 de diciembre de 1799), tradición que será 

continuada por la organización imperial de 1808 y 1810 de Napoleón, en que el Ministerio 

Público organizado jerárquicamente bajo la dependencia del poder ejecutivo recibe por la ley 

de 22 de abril de 1810, el ordenamiento definitivo que de Francia irritaría a casi todos los 

Estados de Europa." 

Los procuradores Generales o abogados del rey, a los que éste llamaba "nos gens" 

(gentes nostrae) antes (le llegar a ser por tanto funcionarios públicos con atribuciones de 

interés social bien determinado, representaron sólo el papel de simples apoderados de la 

persona particular del soberano, para que sus intereses privados de cualquier género y con 

miras preferentemente fiscales tendientes a aumentar el tesoro propio del monarca, Pero copio 

ese tesoro debían ingresar determinadas multas y bienes procedentes de tales o cuales 

confiscaciones impuestas copio penas, de aquí que para procurar el logro de tales ingresos 

tuvieran que intervenir también ante las jurisdicciones penales y en los procesos consiguientes 

y resultarán indirectamente interesados en las declaraciones de convicción respectiva y en la  

persecución de determinados delincuentes contra los cuales aunque no podrían presentarse 

como acusadores, estaban facultados para solicitar del juez el procedimiento de oficio.' Z  

Fue así como evolucionando y generalizando poco a poco su intervención en los 

asuntos penales, las funciones de tales procuradores se amplían y se perfeccionan, hasta 

convertirse en advocatus de parte pública, con la representación del príncipe que personifica al 

Estado y por ende, al ejercicio de la acción penal. Luego convertidos en acusadores públicos, o 

abogados o procuradores fiscales ejercen funciones de vigilancia sobre los delitos, llevan a 

juicio a los criminales y cuidan de que reciban el castigo que les es impuesto, y que el 

soberano perciba lo que le corresponde, pero el castigo del delito lo tratan de asegurar en 

¡Castro V., Jt,ventino : Oh. Cit. México 1985. 

12Accro, Julio : Procedimiento fenal, Editorial Cajica, S. A. México 1985, I'iig. 33. 
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interés social más que (le éste, pues acaban por convertirse y organizarse como representantes 

permanentes ya no del monarca sino del Estado, 

A Francia corresponde pues, el alto honor de la implantación decisiva de dicha 

institución, que se extendió a Alemania y pasó sucesivamente a casi todos los países 

civilizados del mundo : el Ministerio Público representante de los grandes valores morales, 

sociales y materiales del Estado. 

1.6. SU EVOLUCIÓN EN MÉXICO. 

1.6.1. Época Antigua. 

Puede afirmarse que en esta época los pueblos que habitaron nuestro país sancionaban 

las conductas antisociales, tanto la ocultad de perseguir los delitos como para realizar su 

investigación y aplicación de los castigos propios de aquellos tiempos, por lo menos entre los 

aztecas, se encomendaba a los jueces, pero como esas funciones tenían el carácter de 

jurisdiccionales no es posible que se les identifique con la que le corresponde al Ministerio  

Público. 

Es innegable que entre los aztecas imperaba un sistema de normas para regular el orden 

y sancionar toda conducta hostil a las costumbres y usos sociales. 

El derecho no era escrito, sino más bien, de carácter consuetudinario, en todo caso se 

ajustaba al régimen absolutista a que en materia política había llegado el pueblo azteca. 

El poder del monarca se delegaba en sus distintas atribuciones a funcionarios 

especiales, y en materia de justicia el Cihuacoatl es fiel reflejo de tal afirmación. Ll Cihuacoatl 

desempeñaba funciones muy particulares : auxiliaba al l-lueytlatoani, vigilaba la recaudación 

de los tributos, por otra parte, presidía el tribunal de apelación ; además era una especie de 

consejero del monarca a quien representaba en algunas actividades, como la preservación del 

orden social y militar. 



Otro funcionario (le gran relevancia fue el 'l'latoani, quien representaba la divinidad y 

gozaba de libertad para disponer de la vida humana a su arbitrio, Entre sus fácultades, reviste 

importancia la de acusar y perseguir a los delincuentes, aunque generalmente la delegaba ca 

los jueces, quienes auxiliados por los alguaciles y otros funcionarios, se encargaban de 

aprehender a los delincuentes. 

Don Alfonso de Zurita, oidor de la Real Audiencia de México, c►1 relación con las 

facultades del Tlatoani señala, que éste, en su carácter de suprema autoridad en materia de 

justicia, en una especie de interpelación al monarca cuando terminaba la ceremonia de la 

coronación, decía : ".,,Habéis de tener cuidado de las cosas de la guerra, y habéis de velar y 

procurar de castigar a los delincuentes, así señores como los demás, y corregir y enmendar a 

los inobedientes..."la  

Es preciso hacer notar, que la persecución de los delitos estaba en manos de los jueces 

por delegación del Tlatoani, de tal manera que las funciones de éste y las del Cihuacoatl eran 

jurisdiccionales, por lo cual, no es posible identificarlas con las del Ministerio Público, pues si 

bien el delito era perseguido, éste se encomendaba a los jueces a quienes para ello realizaban 

las investigaciones y aplicaban el derecho. 

1.6.2. Época Colonial. 

Las instituciones del derecho Azteca sufrieron una gran transformación al realizarse la 

conquista y poco a poco fueron desplazadas por los nuevos ordenamientos jurídicos traídos de 

España. 

El choque natural que se produjo al realizarse la conquista, hizo surgir infinidad de 

desmanes y abusos de parte de funcionarios y particulares, también de quienes escudándose en 

el sermón de la doctrina cristiana abusaban de su investidura para cometer atropellos. 

13CoIfn Sánchez, Guillermo : Oh, Cil, Mdxico 1970, Pág. 96, 
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En la persecución del delito imperaba una absoluta anarquía, autoridades civiles, 

militares y religiosas invadían jurisdicciones, lijaban multas y privaban de la libertad a las 

personas, sin más (imitación que su capricho. 

Con esto se pretendió remediar a través de las Leyes ele Indias y de otros 

ordenamientos jurídicos, estableciéndose la obligación de respetar las normas jurídicas de los 

indios, su gobierno, policía, usos y costumbres, siempre y cuando no contravinieran el derecho 

hispano. 

La persecución del delito en esta etapa, ¡lo se encomendó a una institución o 

funcionario en particular, el virrey, los gobernadores, las capitanas generales, los corregidores 

y muchas otras autoridades, tuvieron atribuciones para ello, 

Copio la vida jurídica se desenvolvía teniendo congo jets en todas las esferas de la 

administración pública a personas designadas por los reyes de España o por los virreyes y 

corregidores, los nombramientos siempre recaían en sujetos que los obtenían mediante 

influencias políticas, no dándose ninguna injerencia a los indios para actuar en ese ramo. No 

fue sino hasta el 9 de octubre de 1549 cuando a través de una cédula real se ordenó hacer una 

selección para que los indios desempeñaran los puestos de jueces, regidores, alguaciles, 

escribanos y ministros de justicia ; especificándose que la justicia se administra de acuerdo con 

los usos y costumbres que habían regido, 

De acuerdo con lo anterior, el designarse alcaldes indios éstos aprehendían a los 

delincuentes y los caciques ejercían jurisdicción criminal en sus pueblos, salvo en aquellas 

causas sancionadas con pena de muerte, por su facultad exclusiva de las audiencias y 

gobernadores, 

Diversos tribunales apoyados en factores religiosos, económicos, sociales y políticos, 

trataron de encausar la conducta de indios y españoles ; y la audiencia, como el 'l'ribunal ele la 

Acordada y otros tribunales especiales, se encargaron de perseguir el delito. 

Durante el régimen colonial se observó corlo era natural el régimen que imperaba en 

España, esto es, el de la Procuraduría o pronlotoría Fiscal, pudiéndose considerar éste congo 
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antecedente del Ministerio Público. España que impuso en México su legislación, estableció su 

organización por lo que respecta al Ministerio Público, La recopilación ele Indias en la Ley de 

5 de octubre de 1626 y 1632, ordenaba : "Es nuestra merced y voluntad que en cada una de las 

reales audiencias de Lima y México haya dos fiscales ; que el más antiguo sirva la plaza, en 

todo lo civil, y el otro en lo criminal". 14 

1.6.3. Epoca lirdepeirdienrte 

Nacido México a la vida independiente, siguió sin embargo rigiendo con relación al 

Ministerio Público con lo que establecía el Decreto del 9 tic octubre de 1812 que ordenaba que 

en la audiencia de México hubiera dos fiscales, ya que en el Tratado de Córdoba se declaró 

que las leyes vigentes continuarían rigiendo en todo lo que no se opusiera al Plan (le Iguala, y 

mientras las cortes mexicanas formaban la Constitución del Estado, 

La Constitución de Apatzingán de 1814 señalaba que debía Haber dos fiscales letrados 

uno en lo penal y otro en lo civil, ante el Supremo Tribunal de Justicia. 

La Constitución Federalista de 1824 estableció el Ministerio Fiscal en la Suprema 

Corte (artículo 124), equiparando su dignidad a la de los ministros y dándoles el carácter de 

inamovibles ; también establece fiscales en los Tribunales de Circuito (artículo 140), sin 

determinar nada expresamente respecto a los juzgados (artículo 143 y 144). 

La ley de 14 de febrero de 1826 reconoce como necesaria la intervención del 

Ministerio Fiscal en todas las causas criminales en que se interese a la Federación, y en los 

conflictos de jurisdicción para entablar o no el recurso de competencia. 

Las siete leyes. Constitucionales ele 1836 establecen el sistema centralista en México, y 

en la ley ele 23 ele mayo de 1837 se establece un fiscal adscrito a la Suprema Corte, contando 

los tribunales superiores de los departamentos con un tlseal cada uno de ellos. 

ICustro V., Juvcntino : Ob. Cit, México 1985, I'~ig. 6, 
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Las bases orgánicas de 1843 en su artículo 116 incluyeron un liscal en la suprema 

corte, y el artículo 194 dispuso el establecimiento de Fiscales Generales cerca de los tribunales 

para los negocios de hacienda y los demás que fuerais de interés público. 

La Ley Lares del 6 de diciembre cíe 1853 dictado bajo el régimen de Antonio López de 

Santa Anna, organiza el Ministerio Fiscal como la institución que hace emanar del poder 

ejecutivo. El fiscal en esta ley aunque no es parte, debía ser oído siempre que hubiese duda y 

oscuridad sobre el genuino sentido de la ley. Se crea un Procurador General que representa los 

intereses del gobierno, para que los intereses nacionales sean convenientemente atendidos en 

los negocios contenciosos luc se versan sobre ellos, ya estén pendientes o se susciten en 

adelante, promover a la hacienda pública cuanto convenga y que se proceda en todos los ramos 

con los conocimientos necesarios en puntos de derecho. 

En la Ley Coulontórt de 1855 que establecían que los Promotores Fiscales no podían 

ser recusados, y se les colocaba en la Suprema Corte, en los Tribunales de Circuito y más tarde 

se les extendió, por decreto del 25 de abril de 1856 a los Juzgados de Distrito. 

El Proyecto de Constitución de 1856 previno en su artículo 27, que a todo 

procedimiento de orden criminal debía proceder querella o acusación de la parte ofendida o 

instancia del Ministerio Público que sostuviese los derechos de la sociedad. Así se equiparó a 

ambos cn el ejercicio ele la acción. En el debate congresional donde triunfó el criterio adverso 

al Ministerio Público, por una parte estuvo la posición que reprobaba sustraer a los individuos, 

antidemocráticamente, el derecho de acusar, y por otra, el criterio de quienes observaron lo 

indebido de que el juzgador fuese parte al trismo tiempo. Finalmente zozobró el artículo 27. 

En el texto aprobado, la Constitución de 1857 dispuso que en la Suprema Corte de Justicia 

figurasen un Fiscal y uil Procurador General. 

El 15 de junio de 1869, expidió Benito Juárez la Ley de Jurados. En ella se establecen 

tres Procuradores a los que por primera vez se les llanta representantes del Ministerio Público. 

15Garcin Ramírez, Sergio : Ob. Cit. México 1983, I'úig. 23d. 
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No constituían una organización, eran independientes entre sí y estaban desvinculados de la 

parte civil. 

En cl Código de Procedimientos Penales de 1880 para el Distrito y Territorios 

Federales, se establece una organización completa del Ministerio Público, asignándole como 

función la de promover y auxiliar la administración de justicia en sus diferentes ramas, sin 

reconocer el ejercicio privado de la acción penal (artículo 276 y 654 fracción 1). 

El Código de Procedimientos Penales del Distrito y Territorios Federales de 1894, 

mejora la institución del Ministerio Público, ampliando su intervención en el proceso. Lo 

establece con las características y finalidades del Ministerio Público francés : como miembro 

de la Policía Judicial y como mero auxiliar de la administración de justicia. 

Cl 30 de junio de 1891 se publicó un reglamento del Ministerio Público, pero no es 

sino hasta 1903 en que Porlirio Díaz expide la primer Ley Orgánica del Ministerio Público, y 

lo establece ya no como auxiliar de la administración de la justicia, sino como parte en el 

juicio interviniendo en los asuntos en que se afecta el interés público y el de los incapacitados, 

y en el ejercicio de la acción penal de la que es titula, se le establece congo una institución a 

cuya cabeza se encuentra el Procurador General de Justicia.( ` 

1.6.4. Época Revolucionnaria. 

En el Proyecto de Constitución que el primer jefe del ejército constitucionalista 

Venustiano Carranza sometió a la aprobación del Congreso Constituyente, respecto del 

Ministerio Público expresó lo siguiente : "Las leyes vigentes tanto en el orden federal congo en 

el orden común, han adoptado la institución del Ministerio Público, pero tal adopción ha sido 

nominal, y que la iulleión asignada a los representantes de aquél, tienen carácter meramente 

decorativo para la recta y pronta administración de justicia". 

16Czistro V., Juventino : Ob. Cit. México 1985, Puig. 9. 
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1 	"Los jueces mexicanos han sido, durante el período corrido desde la consumación de la 

Independencia hasta hoy, iguales a los jueces de la época colonial : ellos son los encargados de 

averiguar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han considerado 

autorizados a emprender verdaderos asaltos contra los reos, para obligarlos a confesar, lo que i  

sin duela alguna desnaturaliza las funciones de la judicatura". 

"La sociedad entera recuerda horrorizada los atentados cometidos por jueces que, 

ansiosos de renombre, veían con positiva fruición que llegase a sus manos un proceso que les 

permitiera desplegar un sistema completo de opresión, en muchos casos contra personas 

inocentes y en otros contra la tranquilidad y el honor de las familias, no respetando, en sus 

inquisiciones, no las barreras mismas que terminantemente establecía la ley". 

"La misma organización del Ministerio Público, a la vez que enviará este problema 

procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda la dignidad y toda la respetabilidad de la 

magistratura, dará al Ministerio Público toda la importancia que le corresponde, dejando 

exclusivamente a su cargo la persecución, que ya no se hará por procedimientos atentatorios y 

reprobados, y la aprehensión de los delincuentes". 

"Por otra parte, el Ministerio Público, con la policía judicial represiva a su disposición, 

quitará a los presidentes municipales y a la policía común la posibilidad que hasta hoy han 

tenido de aprehender a cuantas personas juzguen sospechosas, sin más mérito que su criterio 

particular". 

"Con la institución del Ministerio Público, tal como se propone, la libertad individual 

quedará asegurada ; porque según el artículo 16, nadie podrá ser detenido sino por orden de la 

autoridad judicial, la que no podrá expedirla sino en los términos y con los requisitos que el 

mismo artículo exige". 

El artículo 21 del Proyecto de Constituéión de Venustiano Carranza, decía . "La 

imposición de las penas es propia y exclusivamente de la autoridad judicial. Sólo incumbe a la 

autoridad administrativa el castigo de las infracciones de los reglamentos de policía y la 
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persecución de los delitos, por medio del Ministerio Público y de la Policía Judicial, que estará 

en la disposición de éste". 

En el Congreso Constituyente se integró una comisión formada por los CC. Diputados 

Francisco Múgica, Alberto Ronlán, Luis G. Monzón, Enrique Recio y Enrique Colunga, para 

presentar el dictamen sobre el artículo 21 del Proyecto de Constitución que a la letra decía : 

"La imposición de las penas es propia y exclusivamente de la autoridad judicial. Sólo incumbe 

a la autoridad administrativa el castigo de las infracciones al reglamento de policía, el cual 

únicamente consistirá en multa o arresto hasta por 36 horas ; pero si cl infractor no pagare la 

multa que se le lu►biese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, que no 

excederá en ningún caso de 15 días. La autoridad administrativa ejercerá en ningún caso de 15 

días. La autoridad administrativa ejercerá las funciones de policía judicial que le impongan las 

leyes, quedando subalternada al Ministerio Público en lo que se reitere exclusivamente al 

desempe►io de dichas funciones". 

Se puso a discusión el artículo de referencia y en ella intervinieron los diputados 

Francisco J. Múgica, Rivera Cabrera, Machorro Narváez, Macías, Enrique Colunga, Ibarra, 

Mercado, Jara, Palavincini, J. María Rodríguez, Céspedes, De la I3arrera, Alberto M. 

González, Silva Herrera y Lpignlenio Martínez, sobresaliendo sobre las demás la opinión de 

José N. Macías que llamó la atención respecto de que como estaba redactado el artículo 21 

traicionaba el pensamiento de Venustiario Carranza, pues se dejaba la persecución de los 

cielitos en alanos de la autoridad administrativa y sólo bajo la vigilancia del Ministerio 

Público. Ello obligó al retiro del artículo en estudio por la propia comisión para modificarla. 

En una nueva sesión se presentó un proyecto reformado por la comisión que estaba 

integrado por Francisco J. Múgica, Alberto Rornáii, Luis G. Monzón y linriclue Recio, que 

decía : "La importancia ele las pellas es propia y exclusivamente de la autoridad judicial. 

Incumbe a la autoridad administrativa, el cargo de los inli•actores a los reglamentos ele policía, 

el cual únicamente consistirá en multa o arresto hasta por 36 lloras, pero si el infractor no 

pagare la multa que se le hubiera impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente, 

que no excederá en ningún caso de 15 días. También incumbe a la propia autoridad la 
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persecución (le los delitos por medio del Ministerio Público y (le la Policía Judicial que estará 

u la disposición ele éste". Aden►ás en esa misma sesión se presentó el voto particular del C. 

Enrique Colunga quien manifestaba lo siguiente : "Leyendo el informe mencionado en el 

pasaje relativo al artículo 21, se nota que el C. primer jefe se propone introducir una relbmla 

"que de seguro revolucionará el sistema procesal que ha regido en el país. Observa que la 

adopción del Ministerio Público entre nosotros ha sido puramente decorativa ; que los jueces 

han sido los encargados ele averiguar los delitos y buscar las pruebas, y que el medio de evitar 

un sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces su dignidad y al Ministerio Público 

la importancia clue le corresponde, es organizar este último (le mulera de dejar a su exclusivo 

cargo la persecución de los delitos y la busca de elementos de convicción, (le esta suerte, el 

Ministerio Público con la policía judicial a su disposición, quitará a los presidentes 

municipales y a la policía común la posibilidad que hasta hoy han tenido (le aprehender a 

cuantas personas juzgan sospechosas según su Criterio particular. Instituido así el Ministerio 

Público, quedará asegurada la libertad individual, supuesto que en el artículo l6 se fijan los 

requisitos sin los cuales ninguna persona podrá ser detenida. Estas ideas pueden compendiarse 

expresando que la persecución (le los delitos quedará a cargo del Ministerio Público y (le la 

policía judicial, dejando ésta bajo la autoridad y mando inmediato de aquél". 

Comparando la redacción anterior con el texto original del artículo 21, se advierte la 

incongruencia claramente, pues el precepto establece que incumbe a la autoridad 

administrativa castigar las faltas ele la policía y la persecución de los delitos por medio del 

Ministerio Público y de la policía judicial. Siendo las faltas de policía exclusivamente de la 

eslora municipal, es claro que la autoridad administrativa a quien se alude es la municipal, y 

por lo mismo, a esta autoridad municipal es a la que se confía la persecución de los delitos, lo 

que no está conforme con las ideas emitidas en la exposición (le motivos, ni se aviene tampoco 

con una buena organización de la policía judicial. Esta debe existir como una rama de la 

autoridad administrativa, (le la cual debe tener cierta independencia y todas las autoridades de 

la policía ordinaria no deben utilizarse sino como auxiliares de la policía judicial. En el 

proyecto se establece lo contrario ; la autoridad municipal tendrá a su cargo la persecución de 
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los delitos, empleando como instrumento en esta tarea al Ministerio Público y a la policía 

judicial. 

De esta manera, y para concluir nuestro primer capítulo, podemos señalar que 

actualmente la evolución del Ministerio Público crece en forma paralela al Estado, ya que 

como representante social en el ejercicio de la acción penal, tiene una esfera muy variada de 

atribuciones, debido a la evolución misma de las instituciones sociales, las cuales para cumplir 

con sus fines, han considerado darle injerencia.  en asuntos civiles y mercantiles, como 

Representante del Estado, y en algunas otras actividades de carácter legal. 

a 

' 	1 
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CAPITULO SEGUNDO 

CARACTERES GENERALES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

2.1 CONCEPTO. 

Para algunos autores el Ministerio Público representa a la sociedad, para otros es 

representante del Estado. Siendo éste dueño de personalidad jurídica, que en cambio no tiene la 

sociedad, concepto ajeno al orden normativo, responde a mejor técnica concebir al Ministerio 

Público copio representante del Estado y no de la sociedad. 

Fencch define al Ministerio Público como "Una parle acusadora necesaria, de carácter 

público, encargada por el Estado a quien representa, de pedir la actuación de la pretensión 

punitiva y ele resarcimiento, en su caso, en el proceso penal".' 

Este jurista se reticre exclusivamente a la participación que el Ministerio Público tiene en 

materia penal, y que en nuestro país sus funciones no quedan limitadas a esa materia, ya que su 

actividad se extiende a la custodia de la legalidad, y a la preservación de ciertos derechos e 

intereses de menores e incapacitados en el derecho civil y sobre todo tratñndose de cuestiones de 

carácter 1;►nilliar, 

I:I maestro Colín S,ínchez lo define como :''La institución dependiente del Estado (Poder 

Ejecutivo) que actúa en representación de la sociedad para el Ejercicio de la Acción Penal y la 

tutela social (te todos aquellos casos que la ley lo asigne",2  

I ( ¡vela Ramilci, Sergio : Derecho Procesal fenal, Editorial Ibt, 5. A. )\ti'tico 1'183, I'hg. 230. 

2  (,Ol¡, 5;inchci, (;uiitermo : I)ereehu te cano de I'r edimientac Penates I:diuorial E'on*i. S. A. Mé\¡eo 11!70, 1'rig. R7. 
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1 scriclte dice : "L'lltiéndese por Ministerio Fiscal que también se Ilama Ministerio 

Público. las limciones de un magistratura paliicular, que tiene que velar por los intereses del 

I .stado y ele la Sociedad en cada tribunal ; o que, bajo las órdenes del gobierno tiene cuidado de 

promover la represión de los delitos, la deflensa judicial de los intereses del listado y la 

ctbservltncia ele las leyes que determinan In competencia ele los tribunales"' 

1 n nuestro concepto el Ministerio Público es la institución creada por la Constitución 

para ejercital la Acción fenal, velar por la exacta aplicación ele la Ley, e intervenir en 

representación de la sociedad en todos los casas que le asignen las leyes. 

2.2 NATURALEZA JURÍDICA. 

'Fradicioncllmente see l►a discutido, dentro tic la doctrina del Derecho Procesal fenal, la 

naturaleza jurídica del Miliisterio Público, con el olhjeto ele determinar si como órgano estatal, las 

f illciolles (lile desempeña tienen Carácter administrativo o carácter .judicial, I)Ot lo cual se ha 

tratado (le encuadrar esta institución dentro ele esos órganos del I~stttclo. 

Algunos ;tutores ahFiu,lll (lile es un órgano adiiuínistralivo, ya chic el representante social 

110 realiza funcitmcs legislativas I)rrcluc evidentemente 110 legisla, ni tampoco realiza funciones 

.jurisdiccionales, cii virtud cic, (lile esos lilncicroes legales y constitucionalmente competen 

::ulr►menle 

 

a los tribunales que licncn carácter juriscliccirrnetl. Que por lo anterior, y, por exclusión. 

si el 	linislcrio Publico no legislo c►i dirime coiititrvcrsi,►s, resulta dile Si¡ naturaleza es la ele un 

olutin() ,ulnlilliStr;►tiV O. 

1.os lrntodislas (lile ry,oyan esta tesis st suenen (lile si al I:,,jccutiru le cOlU )ete el ius 

ptidicntli, siendo el Millistcrin Público el cnc u'p,lnln ele sancionar los delitos. S' (le aplicar el 

defeclu Penal ust<n►livo. es por eso círpami atlntitti:;tr,►tivo representante del ejecutivo ; (lile tal 

rirr tu►sl;rnt i,r `t. evidencia utie'►n;ís, por 111 clisc'recionaliclad de tics actos. dado (lile tiene decisión 

pana perset-~tir ti ni. neusor 11 11(1. a ticicntri►r:►clil persono. Que gol. In il►isnta razón. en su 

3 	1 scrirhr..1i nyuin : 1)i(x¡ofi iu ti I(nionuln de Legislación y .Inri,¡nndcnci,i, l iilrninl t'imún, S. A. Nlé.\¡eo 1')79, 1'úg. 13111 
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organización se encuentra una jerarquía (le mando, propia (le las instituciones administrativas, 

pudiendo l►lnlbién sus representantes ser removidos de sus cargos o sustituidos por otros. 

I'xisteu también autores que sostienen que el Ministerio Público es un órgano 

jurisdiccional llas►in(lose CO que toda su actividad se desarrolla en lo judicial no como órgano 

decisorio, sitio como integrante liuulanlental del proceso, ya que inicia con la acción pedal éste, y 

lo continúa con la actividad que realiza ; que en consecuencia, si su actuación provoca la 

instrucción del proceso y excita a la jurisdicción sobre la pretensión punitiva que propone según 

In regulación procesal penal que le es común, por lo mismo, es un órgano •  judicial. 

Consideramos que lo anterior carece (le lirndamento, ya que por el hecho de que el 

Ministerio Público despliegue su actividad en el proceso, no quiere decir o significar que tenga 

carúcter jurisdiccional. pues su actividad no solamente se desarrolla ante el juez penal, toda vez 

que como vimos, gran parte de la misma se desenvuelve antes (le llegar al tribunal en el período 

de averiguación previa. 

Marco Antonio Díaz de León. señala : "debemos destacar que la actividad del Ministerio 

1'lilllico piinldlpalmente, es la (le sustituir al ollendi(Ill como accionante y como liarte en el 

proceso henal ; consecuentemente pensamos chic su naturaleza es la (le una Figura Sui Generis, la 

de olla persona jurklica especial, creada por el 1:sta(lo para ejercitar la acción penal en 

representación del I'<Irticulaa• lesionado y cn 110111bre de la sociedad, liulgiendo además, por las 

nlisi zas ta orles que lo jusl¡(lean cona) palle en el procedimiento criminal. Por ser un órgano 

p(Ihlico. Ilrcnvcllil del listado v ser unll Iwlci('n dde éste Ilícieamcnte su colltorill ación S• desarrollo 

IlIIlClllllill teme ll'il tauilbi('11 IIIPI admillislraclllll. lo que no lo lince Ser 1111 órgano administrativo, 111 

siipedita(lo al ejecutivo. piles sus decisiones son propias y,  se encuentran enmarcadas en la ley,  . 

su naturaleza en Ill esenci,ll es 1,1 de accionador y pnrte pública en el proceso penal, a manera (le 

prl►citra(lor representante del listado, 111 sociedad y el individuo, como lo es respecto (le este 

illtilllo. el defensor del acusado (celo sus diFi.relidas, desde Itlego) y, así corlo no se debe buscar 

la naturaleza del dek'nsor en el sentido (le si pertenece a lo administrativo o 11 lo judicial, al 

Rlinislerio Púbico tampoco se le debe e►llbear el) esa lilrnin asi realice innumerables I inciones 

a(Iminislrativas dado que lo cierto es que su esencia propia, especial distinta de los demás 

20 



(írganos del Iata(fo ; su razón tic ser y sus (Unciones se justifican por si mismas ti manera (le Una 

institución, una entidad, expro(bsamente creada por el !atado, como persona jurídica que sirve 

para representar a la actividad del ofendido en el ejercicio de la acción penal y cono parte en el 

proceso ; por tales motivos, su naturaleza es la de un nuevo procurador, especialísimo, un 

representante Sui Cieneris del Estado, la sociedad y el individuo, el de una parte pública ; esta es 

la esencia del Ministerio Público ; tal naturaleza no se desvirtúa por el hecho de que realice 

(Ieternlilla(ias actividades accesorias que pudieran ser catalogadas como administrativas, como 

también lo hace el Congreso o el 'Tribunal, sin que por ello se modifiquen sus naturalezas"." 

De acuerdo con tolo lo anterior, consideramos que la naturaleza del Ministerio Público, 

es (le carbeter Político y Administrativo, no obstante que en gran parte su función se desarrolló 

dentro del juicio ; es un órgano administrativo porque adeni s el mismo ejecutivo lo creó para 

clac vele por 1,1 exacta aplicación (le la ley. 

2.3 CARAC1'ERIS'I'ICAS. 

A la institución del Ministerio Público se le atribuyen las características siguientes 

2.3.1 De (liudad 

lista característica significa (lile todas las personas dile integran la institución se 

consideran un solo euerlm porque representan a una sola palle : la Sociedad, y su objeto es 

f111711i11' lllla representación Coherente Y armónica, (le (llanera que las personas no obstante que 
F 	. 

constituyan tina plurali~l ul k lintciones. Icngan una representación única e invariable (le la 

institución. 

1 	re ptesscitiantes del Llinistcrio 1'íthlleo que intervengan en tina causa pueden ser 

muchos (le dilcrcnie adscripenines y aún je rtttiuítts : pero su personalidad y representación es 

siempre hatea e ituv,)riable, porque es la misal!! y única la persona representada. Aún podrá 

', I)im de León, Marra Anlon¡o :'rcorfx de la Accüin Penal, Iiditoriai l eNtos 1 Ini%,ersilurios. S. A. México 197,1, Ihig..1n9. 
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suceder que unos Agentes sustituyan a otros en el curso (le un proceso y aún durante la práctica 

(le una sola diligencia sin Ibrmalidad alguna. 

?sto puede hacerse perfl etanlente en teoría porque el carácter (le representante social para 

poder intervenir en tolla clase (lc procesos y las distribuciones o adscripciones que se hagan con 

tales representantes asignando a cada uno determinados tribunales o territorios, no tiene más que 

un carácter meramente económico y práctico para facilitar la división (le su trabajo, pero sin que 

CO manera alguna limiten su personalidad general que ruede hacerse valer en todo asunto del 

ramo.• s 

Juvcntillo V. (.'astro, señala : "Ilo existe tina unidad absoluta en la institución dentro de 

nuestra legislación pues en el campo Federal existe un Ministerio Público Federal, bajo la 

dependencia del Procurador General (le la República, y en materia común la institución tiene 

enfilo icl al Procurador General de Justicia del Estado de que se trate, Esta situación pudiera 

nloditic►u'se estableciéndose una jerarquía Técnica derivada del artículo 21 Constitucional, y una 

cabeza común (le todo el organismo (el Procurador General de la República), lográndose así la 

unidad que tale beneficiosa es para el mejor cumplimiento de los fines de la institución que 

inclusive en ocasiones llega a presentar pedimentos contradictorios"'' 

No coincidimos con la opinión del notable jurista, ya que en nuestro concepto la 

característica (le fluida( se illatlitiesta en la rellreselltación social única que tiene el Ministerio 

Público. v sus acluiacinnes tienen elicucia jurídica in(Icpen(lienlcmcnte, de (fue se inicien en el 

ficto cutnínl y I!osteri(nlnenle se declinen I)0r incompetencia al ligero federal, o bien que se 

inicien en el fuero lt,delal y se tk'clinen por iiteoiiipe1cn,:ia ¡II fieni ecrtnún, toda vez (lile dichas 

►tdtuae¡oues se deheiu integrar del) idatnente S' (larles la prosecución legal (le acuerdo con las 

atrihuciones (le cada agente, 1►asla agotarlas Irlra su C(insignnción respectiva, lo que ele ninguna 

manera conduce a hacer pedimentos contradictorios, 

\Celo. J iI; i - I'rucclliiuicnlo fenal, I:dikiikil (.'alic;i. S. A. (,léxico I')H5. I' g. 31. 

1'astm V., Juvenlinn : gil Ministerio Público cn México, I~dik'iial I'ontn. S. A. México 19115, I' g. 32, 
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2.3.2 De Indit'i,tiihilirlutl. 

I?slo significa (Irle el Ministerio Público es indivisible en el sentirlo (le que cada 

Iuncionario en el ejercicio (le sus liuui(tnes representa siempre a In institución, tic numera que 

cualquiera ele ellos puede separnrsc o ser sustituido (te su cargo sin que por ello se al'ecte lo que 

se Itaya actua(ln. 

Por lo anterior, en In pn ética vemos que uno es el algente que inicia la investigación, otro 

el que consigna la averiguación al juzgado competente, y otro dilerente el que continúa el 

proceso. 

2.3.3 De Buena Fe. 

Consiste esta característica en que la función (leí Ministerio Público no es la ele ningún 

delaten', inquisidor, ni persecutor u contendiente litrzoso ele los procesados. No está, sino 

sinlltlentente en que se (raga justicia que es el interés tanto In condena del culpable, como In 

absolución (lel inocente, 

1)esgraeii1(Ianmite esta característica no se cuiiiplc tul cimal es ya que en la práctica 

pareciera chic el Ministerio Público le interesa solamente 1,1 condena del inculpado, pues en 

rma sistenritir,c e incluso IMur consigna, impugna todos los autos o resoluciones que puedan 

beneliciar cal procesado. no obstante que ele lo actuarlo se desprenda su inculpabilidad, Y 

solamente en asuntos con ciertos intereses dejan de presionar a éstos e incluso los lils•orccen 

inmerecidamente pugnando por su absolución o inocencia, presentándose esto sobre todo en 

asuntos con intereses políticos, 

2.3.4 De lt►t/)r'C,cciu(lihilirlrtrl. 

1 sta característica quiere decir que ninl;im tribunal lemml puede ümcionar sin que 1mayn 

algún Agente del l linistc tia Público acl ;crian ,c su jurisclicriólt. 

i 	.. 

Ningún proceso puede iniciarse ni continuarse sin In intervención ticl Ministerio Público, 

t(idas las resoluciones se le deben nolilicar : es parir imprescindible en toda causa criminal 
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representando a la sociedad y su Ihlta ele apersonanliento legal en cualquier proceso, daría lugar a 

nulilicar todo lo que se actuara. 

2.3.5 De Independencia. 

Significa que el Ministerio Público en el clesenlpeí o de sus funciones es independiente de 

los tribunales judiciales a que estA adscrito, y ele los que por razón ele su oficio no puede recibir 

órdenes ni censuras horque en virtud (le una prerrogativa personal, ejerce por sí, sin intervención 

(le ningún Illagistrado l,1 acción pública. Esta característica aumenta su prestigio y favorece la 

represión. Sin embargo la sobrevigilancia de un superior jerárquico y la gestión o impulsión de la 

parte civil puede moderar el exagerado ejercicio ele esta característica, que a veces puede 

degenerar en li►voritisnlo o en clenegaci(ín de justicia. 

Se dice que el Ministerio Público es una institución que no depende de nadie, que se rige 

por su propia Ley Org►ínica y que actúa bjo la dirección y mando de un solo jefe que es el 

Procurador General (le .lusticia cuyo nombramiento y permanencia en el cargo depende del 

Presidente ele la República a nivel federal y (le los Gobernadores (le los listados a nivel Estatal. 

La independencia absoluta del Ministerio Público (le todo poder no es verdad, ya que (le 

(lecho depende del poder ejecutivo el cual lo creó para velar por la plena y exacta aplicación de la 

ley a través del ejercicio (le la acción penal que lbrma parte (le las atribuciones esenciales de la 

institución y que es una misión del ejecutivo, también es cierto que éste no se reserva esta 

litcultucl para sí, sino, que la delegada al Ministerio Público, que debe gozar por lo tanto (le 

incicpeiidencia en el ejercicio (le su función técnica sin permitir intromisiones del ejecutivo. 

Ya en el Primer Congreso Latinoamericano (le Derecho Constitucional celebrado en 

u esto (le 1975 se aprohó por aclamación la siguiente recomendación : "Si se quiere lograr la 

realización lináetica (le la justicia constitucional en América 1'atin►1, debe hacerse una serie (le 

reti►rnlas al organismo judicial entendido en su sentido integral y ele conjunto y para ello debe 

darle independencia al Ministerio Público respecto del ejecutivo separando las atribuciones de 

asesoría y representación (Id l gobierno (te la representación social y persecución tic los delitos, ya 

(Pie esta última requiere de autonomía". l l Dr. lléctor Fix Zanludio, autor (le la ponencia 
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finalmente acertada por los congresistas latinoamericanos fundamenta esta proposición en los 

siguientes términos : La dependencia del ejecutivo que consideramos la más inconveniente, 

como ocurre en México tiene su origen en la conf fisión de las atribuciones del órgano del 

Ministerio Público como representante social y titular (le la acción penal, con la asesoría jurídica 

del gobierno, que se encuentra en la ligura del llamado Procurador General de Justicia que es el 

que tiene la titularidad de la institución, y por ello consideramos más lógica la separación que 

realiza la Constitución Venezolana de 1961, entre el Fiscal General como cabeza del Ministerio 

Público y el Procurador General de la República como asesor jurídico del gobierno federal.' 

La Ley Orgúnica del Ministerio Público (le nuestro Estado de Guanajuato en su artículo 

30, señala : Que cl Procurador es el .Ief de la Institución del Ministerio Público y de la Policía 

Judicial, así cono Representante Jurídico del Estado y Consejero Legal del Ejecutivo ; y en su 

Artículo 4° dice que serví nombrado y removido libremente por el Gobernador del Estado. 

De esto depende que exista dependencia jerárquica e incluso flincional del Ministerio 

Público hacia el Ejecutivo, cuyo titular es el Gobernador Constitucional del Estado, y son 

precisamente las autoridades políticas, el Ejecutivo tic la República y de los Estados quienes 

intervienen e influyen dentro tic la institución liara sus fines propios, apoyados en la facultad que 

tiene de remover libremente n sus miembros. 

Por lo expuesto y en razón tic que los I incionarios del Ministerio Público realizan sus 

t melones casi siempre lelncr(Isos (le que r or el menor motivo sean cesados de sus cargos, lo cual 

viene a ser decisivo para el desempeño lle sus i incioncs, sería conveniente estatuir la 

1nanwvili(iad (le sus lilnciones hura dile no seto► ren)wi(l)s, sólo en caso de responsabilidad 

grave en el ctunplinlien!O tic los deticies (lile In Conslittici(ui y 1,1 Ley Orgánica les señalan. 

elinli►cuulo así la inlcivcncim del poder ejecutivo cll tan noble actividad que desempeña la 

institución, I►ucs ésta no va a ser (peonada por funcionarios ah,íticos, abúlicos y comoditos que 

irnican►rntc ven la sci'tirida(I de un emulen rntis o menos rclnuncrallo, en el cual has' que ctnnhlir 

con un n►íninio tic eslilcrzo, sial) que In institución debe tener altos intereses que manejan y que a 

7 (')sito V.,.ImcNiau:  oh, l'il, r~lí°eiro 19x5• i ig. 17•Iri. 
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tase ele estudio y (le dedicación deberán colocar siempre a la institución en el lugar que le 

corresponde. 

2.3,6 De Ir•►•ccr►sabilirlr►rl. 

La presente característica consiste en que los miembros del Ministerio Público no pueden 

ser recusados por la parte a quien acusan, ya que si al inculpado se le considera el derecho de 

recusación, su accionarse vería interrumpido ftecuentemente en perjuicio de la sociedad a quien 

representa. 

ifl Iiindamento jurídico sobre la irrecusabilidad ele los miembros del Ministerio Público 

en nuestro listado, se encuentra establecido en el artículo 20  (le la Ley Orgánica respectiva. 

No obstante lo anterior sus funcionarios tienen la obligación de excusarse del 

conocimiento (le los negocios en que intervengan, cuando exista alguna causa o impedimento 

que el Artículo 431 del Código (le Procedimientos Penales vigente en el Estado señala para los 

limcionarios,judiciales, 

2.3.7 De Irrcsrrrnsahilirlrrrl. 

Significa esto (lile el Ministerio Público carece ele responsabilidad por las imputaciones 

que haga en el ejercicio (le la acción (renal, ni por los danos que cause por las detenciones que 

lleve a capo en la investigación ele los delitos. 

Tiene por objeto esta característica, proteger al Ministerio Público contra las personas a 

lluien causa j• al quienes no se les concede ningún derecho en contra de aquellos l incionarios, no 

ohtilatiIt ttue sean absueltos. Solamente habrá acción contra ellos en el caso de que violen la ley o 

(le (loe sus actuaciones salo deliclivas. 

i 	• 



2.4 SU CREACIÓN. 

La existencia y creación del Ministerio Público se justifica más que nada por la necesidad 

tic que haya un órgano estatal que ejercite la acción penal, de que lleve a cabo el derecho de 

accionar. 

Ls inconcuso que el derecho de acción es un i xlcr jurídico que compete a todo sujeto (le 

derecho, a toda persona como atributo ele su personalidad ; desde este punto de vista ese derecho 

le correspondería ejercitarlo al particular ofendkio. Sin embargo el hombre no vive aislado sino 

en sociedad y ello origina no que los derechos del hombre cambien, sino que transformen su 

manera de ejercicio en aras de un mejor aprovechamiento y utilidad que beneficie a la 

colectivitladl, 

i n tal virtud, a la sociedad le interesa la elc.etiviclad de ese derecho de acción, su seguro 

ejercicio en la materia penal, sin la atribución tic su actuación, a una ti otra persona deba afectar 

la sustantividad del derecho mismo (le la acción, cuya titularidad del gobierno y su naturaleza 

permanecerún siempre incólumes. 

I:l indebido ejercicio de la acción fenal puede acarrear para el inocente imputado la 

privación (le su libertad, cometiéndose de esta manera una gran injusticia al infringírsele un 

perjuicio, privantiole de su libertad a manera de prisión preventiva ; y como quiera que sea no se 

puede negar que en mucl►as ocasiones el ofendido movido por sentimientos de odio, o venganz,~l 

accione sin razón tan sólo para perjudicar a quien causa, por lo anterior y para evitar esos 

inconvenientes, se justifica la creación ele la institución de estudio. 

1:s de hacerse polar que atlen►,ís gran parte (le los particulares desconocen el derecho, y 

siendo necesaf iu su cabal conocimiento para el correcto ejercicio (le la acción penal, la solución 

estóí en gi.titar de manos del I~arlicular ofendido la li►cultati de ejercitar la acción penal, y 

confeti tic ésta al l\linisterio Público, el que conw jurista especializado y trcnico en el saber 

jurídico penal. debe ser el accionador ante lajusticia criminal. 

la existencia del Ministerio Público, es por lo tanto necesaria y su actividad se justifica 

como legítimo representante que fo es del Estado, de la sociedad y del individuo, que mantiene la 
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acusación cuando ésto elche ejercitarse, en su momento oportuno y, se abstiene de hacerlo cuando 

no es necesario acusar, salvaguard►índose así las garantías mínimas de seguridad y legalidad. 

Así pues el Ministerio Público surge como principal garantía de los anhelos de justicia 

social; con su creación no es posible que haya acusaciones falsas o indebidas ; sólo podrá 

enjuiciarse penalmente a una persona cuando el Ministerio Público después de verificar el hecho 

con íbrme a la ley, estime que así debe procederse. 

La creación del Ministerio Público se justifica pues, en el ejercicio (le la Acción Penal, en 

la defensa imparcial (le los intereses de la sociedad, pues es y debe ser el más fiel guardián tle la 

ley ; órgano desinteresado y desapasionado, que representa los intereses de la sociedad ; que lo 

mismo debe velar por la defensa de los débiles, menores, incapaces o ausentes, que decidido a 

alzarse pidiendo la justa penalidad (le un criminal en defensa (le la sociedad, 
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CAPÍTULO TERCERO 

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE LA ACCIÓN PENAL 

3.1 CONCEPTO. 

I..a palabra acción posee acepciones de máxima importancia en diversas disciplinas 

jurídicas, entre ellas el Derecho Procesal. La acción pone en movimiento la Actividad 

Jurisdiccional y desencadena, actos de dcl'ensr►, si se dirige, a la incriminación de un sujeto y, por 

lo mismo, a la imposición de una pena. Entre nosotros, el ejercicio de. la Acción está reservado al 

Ministerio Público, cuya función se rige, por el principio de legalidad. 

Ion las instituciones Romanas, la Acción es el derecho (le perseguir en juicio lo que nos es 

debido. Este punto de vista se titndamentó en que, tanto el proceso civil congo el proceso penal, 

estaban identificados formando una sola disciplina integrante del derecho material, 

Al evolucionar I(1 concepción Romana (le dicho concepto, no se le consideró colllo un 

derecho en sí, diverso del derecho material, sirio el derecho material mismo en su orden 

subjetivo. y después. como el ejercicio (le ese derecho para provocar la jurisdicción. 

I:n sentido técnico pruresal, la j,,ll;►hia \eción designa el ,Derecho. ficul(ad o poder 

jurídico. acordado al individuo u a un órgano público (Ministerio Fiscal) para provocar la 

actividad .li iisclicrh+na) del 1 st;r(ko. 

1 jurista Menblí Zan►ora define a la acción Penal congo : "1i1 Poder .1urídico de promover 

la ;►et► ate ión juristliecion;►1 a gin (le que cI Juzgador pronuncie acerca (le 1(► punibili+latl ele hechos 

(lile el titular ele aquella reputa constitutivos, del delito''.r  

(jarcia ILmIIt' 7 5e?gi„ : I)errcho Procesad I'rnal, I:diloriol I'nrrini, S. A. Ntéxleo 1993, I'ág. 186. 

29 



l'lorian señala : "1 a Acción ¡'chal es el poder juri(lieo ele excitar y pruluuvei la decisión 

M (irgaiu) jurisciiceiOnul sobre una determinada relación ele derecho penaí'.2  

( iarraucl 1►► ciclinc cono : "lil recurso ante la autoridad judicial ejercitu~h cn nl►n►lae y en 

interés (le la sociedad haca IIe am' a la con j'rltilltcu,n del he'cl 	punible. de In 	ll),11)iiiLlacl lid 

cklil►cucnte y a la aplicación de las I)cnus establecidas Iwr la Iey".' 

Para Osuna y Nieto : "Iu Acción Penal es la atribución et)listitt :ionul exclusiva del 

Ministerio I'ithlieo, por lo cual hiele al círgülio jiiiisIIICCIIIIIiII CulIlpetel►te, aplique lu ley henal u (Itt 

casi) a) acre 1 )''. 1 

Ami ll►► l3us menciona que recibe el nombre de acción penal "I:I poder .1 indico del propia 

Istado tic l'rovuctu la actividad ;uristlicciunal con el objeto de tihlernr del órz ~nin de ésIa una 

decisión que actualice: la punibilidad Iiirmuiada cn la norma respecte) ele un sujeto ejecutar (le la 

conducta descrita u► ella",' 

un nuestro concepto e ilustrados cl► las clil'crentes cicliniciones, la Acción fenal es cl 

poder jurídico que tiene el Ministerio Público pura excitar y promover la jurisdicción en nombre 

y representación del Estado, con el objeto etc que se aplique la ley al resl)unsahlc de un delito. 

3.2 NATURALEZA JURÍDICA. 

Se ha discutido en el campo del derecha panul la naturaleza jurídica de la Acción Penal, y 

existen dos corrientes doctrinales que lilnclamcntun los diversas conceptos que se han elaborado 

sobro el particular 

2 Colín Shnchcz, (Iii ji bm(i : I)e echo Mc.\ie ino de Ihucedinticulos Penales, Iidiwrial I'orrúa, S. A. i\l ice 197(1. 1 	225- 
226. 

3 (h iclu Ruintiez, Sergio : Ob. Cit. h Wxico 1983, I';íg. 186. 

`t ((surjo y Nimu, ('i sur Augusto : 1,u Averiguación Previa. lidiWriui Porrón, S. A. Wxieo ¡985, I'Ag. 23. 

5 Ariltu has, I'cmandn : 1 i I'mcedimicnw fenal en t i x¡co, Isdiloriul Krauus, 5. A. ts  ¡en 1981, 1',ig. 211. 
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La corriente clilslca o tradicional, sustentada por algunos tratadistas (lile cclllsidera11 a la 

Acción Penal como un elemento del derecho (lile sC pelle en movimiento a consecuencia tic tina 

inli•acción, es decir, el derecho de ejercicio y que parte del concepto Rumano que señala que la 

acción no es más que el derecho de perseguir co juicio lo que nos es debido. 

La eorriullIC {llildl'1'll;l. (Inc considera :l la Acción como un de'rechu ;IIIIi inúnio, que se ¡¡;lee 

valer al mismo tiempo en contra del Nstado llar, obligarlo a conceder la lutcla jurídica mediante 

la sentencia liivorallle, y en contra del cLan;llul;ldo para obligarlo al c111111111111iem11U de la 

Ilrestilciim debida. 

El ¡nuestro González Ulanco, señala ; — llosolros collsiderwnos que tan clubalido problema 

~It e para su solución debe partirse en dos supuestas : u) considerar a la acción desde el punto tic 

1'Ititil de las corrientes antes citadas; y h) Considerarla como una institución (le cilrácte1' 

exclusivamente procesal, es decir, indepenclientenlcnte del derecho material aún cuando ligado il 

éste porque su 1 inaliclacl es que apliquen sus Ilurllias cn los casos concretos". 

"Desde luego debemos advertir, que no comllartinu)s las tesis de las corrientes 

doctrinales chic consideran u la acción como el derecha en ejercicio u colmo un derecho 

autónomo, y para ello partimos de la consideración de sitie el dcrccllu henal es, por su naturaleza, 

una institución pública, que 110 se inicia I11 se sujeta a la voluntad de los particulares salvo en el 

caso ciclos delitos de querella, sino que se requiere el ejercicio de la acción que corresponde cll 

tút'ma exclusiva al Estado, y que por lo tanto, no es posible considerar que se tenga derecha 

tiente al Estílelo y, ademüs, por que para el representante de ese Ministerio la acción lime el 

carácter tic una Punción pública y no tic un derecho. Tratándose tic la acción que se requiere para 

los procesos civiles, sucede lo contrario, parque éstos se inician il requerimiento tic los 

particulares y de acuerdo con sus intereses, y eso no signilica (lile respecta de ellos si pueda 

hablarse de derecho al proceso". 

'11,11 cambio si se considera a la acción c(11110 una institución (le cariletei' procesal, Chillo 

creemos que debe ser el problema sobre su naturaleza jurídica, se resuelve con sólo considerar 

(lile para (lile se realice la potestad represiva a través del proceso, se requiere lhrzosi111111te entre 

olas requisitos que se ejercite la acción, y esa exigencia ¡los lleva a la conclusión (le (lile ésta 
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debe ser considerada cono un elemento inherente e inseparable de la acción represiva, y por lo 

tanto, a estimar su car;icter de una institución procesal". 

"Será este último concepto dice Alcalít Zamora el que permita que la acción pueda 

lilncionar para perseguir el l stado peligroso sin delito, en aquellos países que cono el nuestro 

han sancionado leyes al respecto o en aquellos otros que las tienen proyectadas" 

3.3 CARACTIRÍS'1'ICAS. 

L.a Acción Penal tiene cono características las siguientes 

,3.,3.1 Pública. 

la accütn henal es publica porque persigue la aplicación (fe¡ derecho henal que tiene 

caricicr público y porque trata (le hacer valer el derecho público del Estado al ius punicndi o 

derecho (le castigar. I:n tal virtud el I?stado ha creado un órgano permanente y público que lo es 

el Ministerio Público, al cual se le ha encartado (le llevar la acusación en el proceso penal 

delegándosele el ejercicio (le la acción penal. 

Podemos agregar que la acción penal es pública porque tiende a satisfacer un interés 

público o colectivo, porque pertenece a la sociedad a quien defiende y protege, porque son 

públicos su fin y su ol.~jctivo, porque es público el derecho que la rige y porque público es 

también el órgano que la ejecuta. 

('orno el Nlir►isleiiti Público tiene non lárult;ttl delegada para ejercitar la aceitón penal, no 

tiene por Iti ni su 	facultad para disponer (le la tuisnta ya sea antes o después de haberla 

intentado. pues sólo la suciedad ele quien e:; rcl,resentante (ruede renunciar a la aceitón. 

t ioni;ilea I lLmcn. AIhc h ; 1  i'r ccdimientn fenal Mcxicitncu. Gditnri )I I'nrritn, S. A. México 1975, I'ágs. 45.4b. 
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Así el Ministerio Público tiene un poder-deber de ejercitar la acción penal que en su 

carácter de pública, defiende intereses sociales, y ninguna i;tcultad dispositiva puede ser 

establecida en ütv'or del Ministerio Público para disponer de ella a su arbitrio. 

3.3.2 Indivisible. 

ls indivisible, la acción renal en virtud (le que recae sobre todos los partícipes de un 

delito , la misma se ejercita contra todos los responsables (te un hecho delictivo y no sólo contra 

algunos (le ellos. 

Copio ejemplo de lo anterior, los artículos 262 y 263 del Código Penal del Estado de 

Guanajuato señalan en relación con el delito (le Adulterio que no se podrá proceder contra los 

adúlteros sino a petici~in del cónyuge oi~n(li(io, pero cuando éste formule querella contra uno 

solo (le los culpables, se j roce(1er;í contra todos los participes. Citando el Olcn(Iido perdone a 

alguno de los culpables. sus electos se cxtcndcrtín a todos las partícipes. 

3.3.3 /►'►'Ct'('nhlC. 

la característica de írrev cahi1¡dad o 1rrclr;tctahi1¡dad (le la acción henal consiste en que 

una vez que el Ministerio Público ha ejercitado la acción ante el órgano ,jurisdiccional, rio puede 

desistirse (le ella, puesto que tiene la obligación de continuarla hasta que haya una decisión 

jiiris(liccitmal (luc ponga  tin al proceso. 

1 ii nttcsIrtt derecho esta característica no cs ul):cr;t(I;t. 

3,3..1 1/►ri(u. 

1  nceióii Nopal es;inica cn razón (le (lue no existe una acción especial para cata delito. 

se otitis luir it!ual 	 ilícita (le (yuc se trate. No importa la pluralidad (Ic tipos 

penales. su litt y su estructura son siempre las mismas, y no se justificaría que se imprimieran 

(lilkrentes nuuialitlades como las (!uc se establecen en relación con los delitos. 
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3.4 PRINCIPIOS QUIA. RICEN LA ACCIÓN PENAL 

La acción penal ctticrnli►la como el poder Jurídico (lile ticr►e el NIiuisterio Público para 

hacer liuicionar• Iti maquinaria procesal, tiene los siguientes principios ; 

3,4.1 De Oficiosidad. 

Por medio de este principio se cncon►ien'la a ►+n ór1p+nu del Ial;ulcr, el ejercicio tic la 

acción penal por propia determinación cuando se trate ele delitos (lile se persigan (le olido y, a 

instancia (le parte ofendida cuando se mute (le delitos de querella. 

El ejercicio ele la acción penal en tal virtud le es asignado siempre a 1111 úigano especial 

del C:staolo llamado Ministerio Público distinto del jurisdicci+mal, y no u c►s►lyuier persona ni a la 

Parte ofendida por el delito. 

LI Ministerio Público, órgano imparcial, sereno, libre de pasiones que sólo persigue 

intereses sociales, y que reúne requisitos de conocimicnlu y tic honradez personal, debe imperar 

sobre acusadores privados que no tienen ni pueden tener las ventajas de dicha institución. 

Una aparente derogación al principio tic olicialiclad lo es la institución de la querella, y es 

aparente, ya que ésta solamente es una condición de procedibilidad para ejercitar la acción penal, 

y que en modo alguno autorizas ►►I olúidido por el delito a cjercitai la, pues siempre será el 

Ministerio Público el que la ejercite. 

En nuestro medio jurídico tiene su aplicación y se rige por este principio, 

3.4.2 Dispositivo. 

El ejercicio de la acción penal mediante este principio queda supeditarlo a una instancia 

particular o privada, bien del ofendido o de cualquier persona arctado por el delito. L ste 

principio tiene la particularidad tic que la acción penal viene a constituir uno (le tantos bienes 

jurídicos que se incorporan al acervo patrimonial del titular ele (lucid la, y aplicado rígidamente 

puede conducir al absoluto desconocimiento (le su característica eminentemente pública, 
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3.4.3 De Legalidad. 

Conlbrnic a este principio el Ministerio Público tiene la obligación de ejercitar la acción 

Ilem►I una vez que se h1►►t llenarlo los presupuestos generales tic la misma, pues la acción renal no 

es un acti► discrecional ni debe quedar al arbitrio del Ministerio Público. 

Se basa ade►n►ís este principio en la necesidad del ejercicio ele la acción, nacida ele la 

subordinación del órgano titular ele ella (Ministerio Público) a la ley, y debe ser reafirmado por 

verdadero. pues todos los actas (le las autoridades como lo es la institución señalada, deben estar 

apegados a la ley y las mismas deben actuar dentro de un marco (le legalidad. 

l l principio (le legalidad cn estudio presupone la existencia de un acusador público, pues 

{ 	 en el caso que haya acusadores privados la conveniencia personal (le éstos dictará el ejercicio o 

14 	 no tic la acción. Por lo anterior el principio (le legalidad presupone el (le oficialidad (le la acción 

penal. 

1?sic prit►cil)io tiene In ventaja ele que destierra la arbitrariedad, eliminando a(lenlás las 

confi►hulaciones entre el inculpado y el Ministerio Público. 

1  doctrina se ha pronunciado un;ínimcnlente por el principio (le legalidad ; Florión lo 

define y hace notar la invasión (lile el Ministerio Público hace (le las Funciones (le legislador, con 

el principio que se le contrapone y que es el de oportunidad, en la siguiente forma : "Creemos 

que sobre este punto conviene ser tradicionalista y aceptar el principio de legalidad ; la ley penal 

existe para fi►tcs ele utilidad, y por ello se debe aplicar oil todos los casos en que se haya cometido 

un delito. 1,►t dctcri►tii►ación (le cuando tina acción es tl,►►iosa o peligrosa, es decir, es delito, 

{ 	 corresponde .►l legislador, y cuando éste haya expresarlo su convencimiento y establecido que 

aquella es delito, l  acción henal ctelic ejerci larse sieiiipie. Al atlntitir el principio (le oportunidad 

se suhstituve al co►►vencinlicnto del legislador por el del Ministerio,  Público, que es por completo 

pctsunnl y por lo mismo expilest() ct error. con lo yuc el principio ele la deFensa social puede 
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frustrarse. 1 Lry Idelli ►s que ariaclir a esto que la función represiva se debilitaría con semejante 

criterio y podría ciar lugar a graves injusticias., 

3.4.4 De O¡rorlarrirlad. 

('orno ct,ntral~articlt► al principio de legal ¡dad se encuentra el principio de oportunidad o 

discrecitmaliclacl, según el cual el Ministerio Público ejercita la acción penal después ele haber 

hecho una valoración discrecional (le la utilidad o conveniencia de tal ejercicio, y cuando le 

parezca importuno ejercitar la acción, ¡iocltli abstenerse de hacerlo. 

I:~.I principio (le oportunidad se pasa en la conveniencia del ejercicio (le la acción penal es 

potestativo y, aún cuando se encuentren satisllcIhos sus presupuestos generales, se podrá omitir 

su ejercicio por razones de interés social, 

la obvio que el principio ele legalidad debe prevalecer sobre el de oportunidad o 

cliscreciol►aliclad. hucs éste atenta contra ¡,l integridad (le la limción represiva, la cual debe 

hacerse efectiva en lodos los casos que se corneta un delito, y no subordinar el ejercicio (le la 

acción a ninguna conveniencia, ya que esto podría originar la impunidad ele los delitos y 

prestarse a que se cometieran graves injusticias. 

3.5 SIS'T'EMAS PARA EL EJERCICIO I)E LA ACCIÓN PENAL. 

Son varios los sistemas que se plantean para ejercitar la acción peral ; todos han tenido 

un elesl►rrollo en la realiclacl llis(órica y algunos conservan cierta vigencia en nuestros olías. 

1 a n►av tría de los paises, unantier►c el sisteina (le accionar por medio del Ministerio 

I'ílhlico : ,►I ttn„s 0(0.15 li►,:tll(,In ,Iichn accic,l►ar VII I'I►rtieular n,ti-ncli(lo S. cn (linos listados se 

Puntite I~► acción popillar. 

7 Castra V,. )u%eoin' : El MiniIc,ki l (ti'llc„ en P.Irsico. I iii,rinl Poi 	S. A. NIi'xiu•n I'55. I';it!s. (>(o',7. 
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Sobre este aspecto, consideramos necesario hacer un estudio sobre las distintas 

modalidades que imperan en el ejercicio de la acción penal. 

3.5.1 Por Medio del Ofendido. 

Este sistema opera, en Inglaterra subte tu base (le que tiendo el particular 1:I titular del 

derecho subjetivo (le la acción el Estado nu tiene p rqué restringir su ejercicio, pues, "cuando 

en un país el hombre es libre y puede acudir sin tenor a los tribunales (para hacer valer sus 

derechos, reina la libertad. Si no puede delellderse, es decir : si se hayal al arbitrio de la policía, 

tic coaliciones poderosas o del mismo pistado, entonces, por más que los dirigentes proclamen, 

ostensiblemente, la existencia (le la libertad y democracia, por ni s que se realicen 

} 
	concentraciones gigantescas o desfiles incasables, el ciudadano no será hombre libre, sino tan 

sólo, un esclavo dentro (le un estado esclavo"  

En este sistenla la acusación y el ejercicio de la acción corresponde al particular ol~iidido 

en lorma directa ante los tribunales, sin intermediarios y sin hacer distinción (le que los delitos se 

persigan a instancia (le parte (por qucrLIlu) o (IC olivo, sino ({uc, reunidos en una concepción, 

normalmente unitaria, la pretensión punitiva y el ejercicio (le la acción penal se Checa al eo11 

} 
	 independencia casi absoluta de la naturaleza del cielito. 

Consideramos que en este sistema de acusación penal se presenta el inconveniente tic que 

al punlitir que el ol'endido sea quien ejercite la acción penal, se expondría a ({uc muchos delitos 

se quedaran sin persccuciún y los (Iclincucntcs impuni s poi la pI►sivi(1tt(I dcl ptuticulur olén(li(lo, 

el cual muchas veces por (alta de valor o por temor a represalias podría no acusar cuando debiera 

hacerlo sin olvidar que con ello se vería en peligro la lirnción pública (le castigar. 

Deberlos estimar también que en caso &le algún arreglo económico o transacción entre el 

acusado y el ofendido, se expondría a caer en ]llanos deshonestas que convertirían dicho 

convenio en un instrumento (lo coacción y en lugar (le Pretender •justamente el castigo del 

K Dioz de León, Mareo Antonio ;'leona de tu Acción fenal, I:ditoriat Textos Universitarios, S. A. México 197.1, I'hg. 2111. 
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ot.msor, harían del delito un motivo de extorsión en contra del inculpado, el que, no obstante, 

pudiera hacerse acreedor de urna pena, no por eso, se le debe exponer a la vejación del chantaje, 

Además con este sistema sería necesario que cl propio ofendido absorbiera las erogaciones 

económicas que se hicieran con motivo del ejercicio de la acción, y como muchas veces las 

Inrsont►s carecen (le medios económicos para ello, también esto vendría en un momento dado a 

Imeer qt►c el olentli(lO se abstuviera ale acusar, 

3.5.2 Si.chrnia dL, Acusación 1'oiulníi•. 

Permite ejerci lar la acción penal a balo ciudadano clac tenga conocimiento de la 

comisión ele un delito, y no sólo ni particular ol'cnditlo, existiendo la cooperación de todos los 

ciudadanos ; (le tal manera que cualquier persona puede instar la actividad jurisdiccional del 

listado. 

Este sislcllla es observado en listados Unidos y lispaila entre varios países más. En 

listados 1inidos según el Código Procesal (le Nueva York, la acusación está a cargo exclusivo 

del Millisteriu Público en las causas por delitos graves (procedimiento por dictamen) ; pero Co 

los procesos por delitos leves la acción penal puede ser ejercitada también por cualquier 

ciudadano en nombre del Estado. I n I:spai a 1❑ ley de enjuiciamiento penal eshaiwla ele 1882, 

establece primero que la acción penal es pública y puede ser ejercitada por todos los 

ciu►Ilul;mus (articulo I()1), y luego agrega que los li►ncionnrios del Ministerio Fiscal tienen In 

ti1it!aciói de ejercitar 1 das 1 a acciones penales yate Cunsideten piocedenles, niem s aquellas 

~lue el Código I'eiuul mescrv,l exclu,ivat►tente ;l la tluercll,► p iv,ula (ln•esur Ime I,► elttsiiicacián 

(le 	l e acc iones pel lC5), cnsecuenle mcute, can esta (inn►;► ale I)r►mcedinlicl)to se pern►ile 

acudir en deletti1 inidos cielitos, unte el órgano jurisdicci►►t►Itl accionado penalmente, no 

solamente al pmutkular ob. iidido, sino tiuc, inclusive, tt►I Ihcultad autoriza a cualquier particular 

o tercero ajeno al hecho delictivo a comlmrecer t►ctist►ndo nade el tribunal de lo crimit►l►I. cual 

sucede en 1 spaiin. 

1) Div Qc l ún, Alntco Antaniu : Dh. l'il. AWxikn 1~171, I'~i t . 223.22-1. 
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3.5.3 Por Aledio del 11finis1erio Público. 

1?ste sistema se caracteriza por el monopolio que el listado reserva al Ministerio Público 

pirra el ejercicio (le la acción penal, 

Su implantación en 1..,sta(los de Derecho como el nuestro se justifica pensando que con 

ello se evita el que los delitos queden sin persecución, así congo la impunidad de los 

delincuentes, va que con su establecimiento, se reduce al mínimo la posibilidad de que haya 

alguna conl;tbulación entre el acusado y el ofendido del delito. Con este sistema también se trata 

tic impedir que el ejercicio (le la acción penal sea utilizado en un momento dado como 

instrumento (le extorsión y chantaje en contra del preswlto responsable, así como cl de personas 

inocentes con gran peligro para lit tranquilidad social. Además con la institución del Ministerio 

Público se tiene una certera jurídica sobre la acusación, pues tratándose (le un órgano técnico en 

la ciencia jurídico penal es lógico suponer que la acusación que haga será la justa y legal, a más 

tic que se trata de unir institución (le buena t. 

In este sistema se impide al ofendido que promueva directamente su derecho de acción, 

el cual corresponde al Ministerio Público, quien actúa como intermediario entre la víctima del 

delito y el juez. 

3.5,4 Sislerua A1i.vh . 

Con este sistema se han tratado (le cvililr los inconvenientes que presentan los sistemas de 

acusación por medio del particular uflnllido y el del N-linisterio Público, pues con la intervención 

del ot~n(li(lo se busca que haya un nrüsjusto equilibrio en la función persecutoria (le los delitos. 

II Alenrinia, venlos cuino pertenece al ofendido, en ciertos casos, promover 

directamente el ejercicio de la Acción Pena), pudiendo el Ministerio Público. intervenir en el 

• pl eesl~, 	así el ofllndillo a ocupar el carácter de coadyuvante. 

Diaz (le León cita a Vélez Mariconde quien ttlirma : "l:n el Código Alemán encontramos 

111171 solución (P.e se acerca IllilS a gil ii icstra. I,ít ael.{sación privada puede !it.`r directa o por vía (le 
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"Por vía (le acusación directa, sin que necesite invocar el concurso del Ministerio Público 

(a quien se le cotilla la misión (te intentar la acusación pública) el damnificado puede promover y 

ejercitar 111 acción henal en los delitos (le injuria y lesión corporal, en los casos en que el proceso 

no puede ser iniciado Sitio a instancia suya ¡ por vía (le intervención, cuando tiene derecho a la 

acusación directa o cuando el acto punible se haya dirigido contra su vida, su salud, su estado 

civil o sus bienes, siempre (lile haya provocado con su denlanda la decisión judicial que 

cfetenuinó la acusación pública y por último, cuando tiene derecho a reclamar una composición'. 

fin i\ustralia cuando la acción penal requiera que su ejercicio se haga oficio, no se puede 

incoar sumario, si previamente no promueve esa acción el Ministerio Público, con la 

particularidad (le que en la Ley Austríaca el poder del fiscal sobre la acción no se limita al acto 

(le iniciación, sino que subsiste durante toda la tramitación (le la causa no debiendo abandonarla, 

puesto (lile si rellltllcia (1, desiste a su mantenimiento, lill decisión tiene como consecuencia 

inmediata que el tribunal (le lo criminal se encuentre vinculado con ella teniendo que 

pronunciarse por 111 absolución. I n el sistema austriaco en particular tiene el derecho (le ejercitar 

I,1 acusación cuando el fiscal se niegue a ello, desista o abandone su ejercicio, correspondiéndole 

entonces a él pedir la condena, por lo (lile su intervención en la causa se (Ienorniná acusación 

subsidiaria, Más lógica es sin duda la solución del Código Austríaco, en cuanto el particular sólo 

tiene el derecho (le intervenir subsidiarinnlcnte, (le sostener y, llevar a su lin la acusación pública 

cuando el Ministerio Público rechaza su demanda y rehusa lornlular la acusación 

illlc(Ii,ll,ncnt( o después ole las culnllrubnciuite; prcliniitlares, y cuando In nbtlndolla después (le 

haber puesto al imputado en estlulu (le acusación (artículos 2 y 

Podemos ,Ilinnclr emito cunclusióti a este I)(Illtn, que vil nuestro estado (fe derecho, el 

cjeicle¡1 (le I,1 ,ucc1(í1i pcnt►I se hace luir medio del IInistcrio Público, ya (1110 es el órgano del 

I~.sIadu encaugadu (le la litttlaridad del itis pitutietidi (1 (lereclu► (le castigar, exigiéndose que ese 

(Icrech(► se ,Illli;lue a través del órgano jurisdiccional, después (le juzgar en el proceso. 

1Il 	I)L•+rde León. Armen ,lnlonio : (1h. Cil.México 197.1, I'ágs. 221.222.221. 
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CAPITULO CUARTO 

PANORAMA GENERAL DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 

4.1 FUNDAMENTOS LEGALES DE LA FUNCIÓN 

INVESTIGADORA DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

l n nuestro unís la lilllción de la investigación y persecución de los delitos se 

encomienda exclusivamente a I1 Institución del Ministerio Público, estableciéndose una 

división únicamente por razón (le competencia. La fiscalía del fuero federal y la del fuero 

común, conforme a los delitos perléct(ullcnte definidos en los respectivos Códigos Penal 

Federal y (le los Estados (le la República. 

La Institución del Ministerio Público tiene su apoyo legal primordialmente en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución Política de los 

?stados de lo Repilblico, así corlo en las leyes secundarias corno lo son los códigos Penales y 

la Ley Orgánica del Ministerio Público de cada uno (le los Estados (le la República, 

I\le(iilllltc esta función el Ministerio Público está lilcultado para iniciar actas (le 

¡iverit uarülll previa por los dclilos yac se lorvan cometido, recibiendo por tal motivo las 

(ICI1lunleias. ncllsítciolles y (Illerellas (lile i111te Cl Sean presentadas, con el otjeto de llevar a cabo 

I;I Ilrúctica de las dilit!cneias necesarias tiara determinar si los hechos que le son expuestos 

constituyen o I10 delito. recabando también las pruebas necesarias para comprobar la existencia 

del cuerpo del delito y lu presunta responsabilidad de los acusados, para preparar así el 

ejercicio (le la acción pernil. 

Este periodo se llevo a cable antes de que se inicie el proceso, y el Ministerio Público 

actúa dentro de él corno autoridad, teniendo como auxiliara la policía judicial la cual está bajo 
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su autoridad y amando inmediato ; n continuación pasaremos a referirnos en particular a cada 

uno ele los limci►tnlentos legales en particular (le dicha función. 

4.1.l Coir.clil,iciu,url. 

El Ministerio Público est►í Iitcultado constitucionalmente para ejercitar la acción penal, 

al respecto la Constitución en su artículo 21 señala : "La imposición ele las penas es propia y 

exclusiva ele la autoridad judicial. La persecución (le los delitos incumbe al Ministerio Público 

y a la Policía Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél". 

Este precepto fue creado por el constituyente de 1917 con la firme intención de que 

Riera el Ministerio Público el encargado exclusivamente (le ejercitar la acción penal ante los 

tribunales, pues en la exposición (le motivos (le la Constitución entre otras cosas se señalaba 

que "l..os jueces ele ese entonces al igual que los (le la época colonial eran los encargados (le 

averiguar los delitos y buscar las pruebas para lo cual emprendían verdaderos asaltos contra 

los inculpados para obligarlos a confesar, desnaturalizándose con ello sin duda alguna las 

funciones (le la judicatura ; que con la institución del Ministerio Público a la vez que evitaría 

ese hrol lcnul procesal lean vicioso, restituiría a pus jueces toda la dignidad y respetabilidad ele 

la Illagistratura, quedando exclusivamente a cargo del Alinisterio Público ; la persecución (le 

los •delitos, la búsqueda (le los clemcnlus (le convicción que va no se patria flor medio ele 

Ilrocedililicntos atentlttorios y rcllrolindus, y la allreltensiún (le los cleliticucnles''. 

En nuestra 1 olistltl►cilla Política fiel I.titadl► (le Guanajuato, se señala igualmente 1,1 

facultad que el Ministerio I'ilhlicoo tiene mara el ejercicio (le la acción penal, y►1 que en su 

articulo 8',  seíi; la : "I.fl illlltosición (le las licllfls corresponde cxclusil'um11ente a In autoridad 

judicial competente en orden n su jurisdicción. I.a persecución (le los delitos incumbe al 

Ministerio Público y a la policía .Judicial, lit cual estci bajo lit autoridad y apando tic aquél". 
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4.1.2 Legal. 

E'n cl articulo 4° Fracción 11 del Código de Procedimientos Penales vigente en nuestro 

I staclo de Guanajuato, queda expresamente señalada, la I'acultacl que tiene el Ministerio 

Público para ejercilar la acciún henal dentro del tirriutlt) de ;iv eriguac:ión previa. 

Cabe señalar, que en nuestro Código Adjetivo fenal se Ii►ciilta al Ministerio Público 

para desistirse ele la acción penal, lo cual únicamente puede hacerse dci►Iro de los supuestos 

cXhrcaados por los artículos 129 y 128 que a la letra dicen ; 

Articulo 129.- I l Ministerio Público solamente puede desistir tic la acción penal : 

I.- Cuando apareciere llenamente conmprobado en autos que se estó en alguno de los 

casos ineuciontcíos cll el artículo anterior (att. IIti), y 

II.- Cuando durante el procedimiento judicial aparezca plenamente comprobado en 

autos que el inculpado no ha tenido participación en el cielito que se peisigue, o que existe en 

su ihvor alguna circunstancia eximente ele responsabilidad, pero solamente por lo que se 

refiere a quienes se encuentran en estas circunstancias. 

Articulo 128.- Iil Ministerio Público no ejercitará la acción henal . 

I.- Cuando los hechos ele que conozca, no sean constitutivos ele delito : 

II.- Cuando, aún pudiendo serlo, resulta imposible la prueba de la existencia de los 

hechos, y 

1I1.- Cuando esté extinguida legalmente. 

La Ley Orgánica del Ministerio Público de nuestro I;studo de Civanajunto, señala en su 

artículo 2° : i'sl Ministerio Público tendrá las siguientes atribuciones : fracción II, practicar las 

diligencias necesarias dentro de la averiguación previa, a dicto tic reunir los elementos 

necesarios para la comprobación del cuerpo (id l delito, y la i)rusunta responsabiliclaci de los 

inculpados, Fracción V, f jcrcitar la acción penal ante los tribunales competentes por los 
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delitos (Id í orden común. Queda con esto regulado en (ficho cuerpo normativo, 1,1 Facultad que 

tiene elMinisterio Público para ejercitar la acción henal. 

Por otra parte, dentro de la citada Ley Orgánica, se desprende la Ihcultad que tiene el 

Ministerio Público para desistirse tic la acción penal, ya que en su artículo 25 se establece 

"Para la resolución (le los casos (le excusa, reserva, incompetencia, acumulación de 

averiguaciones, abstención en el ejercicio de la acción penal, revocación de órdenes de 

aprehensión, variación o desistimiento (le la acción renal, conclusiones no acusatorias y no 

interposición (le recursos, el Procurador, en base a los expedientes, la opinión fundada del 

Agente o 1)clegado del Ministerio Público y escuchando el parecer del Subhrocurador (le la 

región competente, acordará lo conducente, asimismo, el procurador podrá delegar tales 

atribuciones a los Subprocuradures, sin perder por ello, la posibilidad (id l ejercicio directo (le 

las inislllüs'. 

Así pues queda establecida la lbcullad legal que tiene el Ministerio Público para 

desistirse (le l,1 acción penal, pero únicamente en los casos ya set alados, y con la autorización 

(Icl Procurador General de Justicia que es el ,Iel'e máximo (le la Institución. 

4. l.3 Jan is jn iulenricil. 

1. a Suprema Corte de .lusticia tic la Nación, en jurisprudencia definida ha establecido que 

cl ejercicio (le la Nación (le la acción penal corresponde al Ministerio Público, la cual a 

continuación transcribimos : 

Acción Penal. 

Corresponde su ejercicio al Ministerio Público y a la Policía Judicial, que debe estar bajo 

la niltoridad y mando (le aquél, Una (le ¡as más U1►seenticnfr►les innovaciones hechas por la 

(.'onstitticiún (le 1917. a la urt!tlnización judicial, es I,1 (lile lc jucces (Tejen (le pertenecer a In 

Policía Judicial. paro que no tengan el carácter (le jueces y partes enc,rrgados, como estaban antes 

de la vigencia (le la Constitución, (le decidir sobre la responsabilidad henal y allegar, de oficio, 

elementos para Fundar el cargo. 
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'lomo II. Pág. 53. 1 larlán Eduardo y Congs. 

Tomo II. Pág. 10211. Vózqucz ,luttna, 

•I'utllo ti, Pág, 1550, (irimalclo 13ucnavcnitn,l 

'1(nlo IV • P'mg. 147. Mantilla 	y 	de 	l lar) 
Ramón 

'1'„nio I V. 1'tíg. <l 17. 1 t' pci.1.ctmardo 

Jurisprudencia 

5 	(lauinl;l l poca), 1'. 20. sección primera, volumen 1" SALA. Apéndice de 

jurishrucicncia tic 1917 n 1965. 1 n la compilación de lid los de 1917 a 1954 (apéndice al (cinto 

CXVIII), se publicó con el mismo título. No. 1(6. I). ¿ti. 

I:ti esta jurisprudencia se señala que la acción imenlll corresponde también a la Policía 

.1utlicial, (c) cual de ninguna manera es correcto, pero consideramos que esta l'actlltad que se le 

atribuye a 1,1 citada corporación se debió nu s que liada íl una conitsión doctrinaria, siendo de 

Francia de donde viene cidra con 11msión. \,n que el Código ele Procedimicnl►ls Penales del 

Distrito Federal, el cual sirve ele base para el de nuestro I stticic), lile tornado del Código de 

Procedimientos Penales de Francia t,  en él se cometió el errar de hacer Policía Judicial al 

Ministerio Público, y,  el Ministerio Público no es Policía Judicial, pasando el mismo error a 

nuestra legislación henal. 

i\liu(um►clat ente Muestra Sul)rclnl► Corle ele .1ustici,l ha corregido el rumbo (le la 

Jurisl)rudencia y suhslnulclo el crrol• cal que se inctn'rió, con la siguiente jurishrucicncia. 

Acción Penal 

►I cjt rcirin corre';I,i,Ilcic czclusiv,llnclltc al Ministerio Público : de manera que. cuando 

él I:n ejerce esa ;Icción, no hay base 1,;11;1 VI procccliluicnt„ : y la sentencia que se dicte sin que 

1,11 acción se ha 'u cjercitltticl pum' el Ministerio, Público, importa una violación (le las garantil►s 

colisagrad:ts cn el arl íctilo 21 Constitucional. 

'lomo 	VII. 	262. 	Revuelta Rall►cl 
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1'►;g. 

'I'r►rnO► VII. 1503. 'Téllez Ricardo 
Pág. 

'1'cmt►► Xl. I'tíg, 187. 1 lern,ín►Icz'I'rittidnd 

'lomo Xl. llág. 567. Ceja .fosé. A. 

'f►►tttt► XI. llág. 659. Carrillo Daniel y Coags 

Jurisprudencia 

5 (Quinta 11'lu►cn) No, 17 dcl Apéndice ►tl Tomo CXVIII ;1'. 48. 

Asimismo, nuestra Suprema Corle de Justicia ha establecido alguna tesis respecto de In 

acción penal, reiterando la Ihcultttd constitucional del Ministerio Público para ejercitar ésta, 

transcrihiéndose a continuación algunas (le ellas 

Ministerio Público 

FI ejercicio ele la acción letal es exclusivo del Ministerio Público conforme a lo 

dispuesto por el nrtfcnlo 21 Constitucional, y si bien la imposición de las sanciones 

corresponde a la autoridad judicial. ésta no puede rebasar el ámbito (le la sensación del 

Mli►►isterio I'itblico, pues el hacerlo viola las gr►rr►ntias in(lividuales del acusado Directo 

33411/i95t) .1. Carlos Cluivey. !avala. Resuelto el 6 de marzo (le 1963, por unanimidad de votos. 

Ponente el Sr. maestro Mercado i\larcótt. Srio. 1,ic. Fnriquc Padilla Correa. 1" Sula. 13olctin 

1')ú 1, I',íg. 110. 

A. 	Acción Penal 

Aún cr.rr►n►Io el delito (lile se persiga sea del orden privado, In acción penal 

eorrespondienle, s(')lo puede cjerCcrse por el Ministerio Público, ante los tribunales, teniendo 

sólo la parte nl .i di►I,t, el derecho (le I►resenl~mr su querella ante el representante de aquella 

institución ; pues el articulo 21 Constitucional, lr.►hla tic los delitos en general, }, no hace 

distinción alguna sobre si son del urden privado o del orden público, 
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Quinta l poca : Tomo XIII, P►ig. 924. Curlis y Amarillas Mario. Tonto XVII, llág. 257. 

Zautisla Mr►, l.slher. 

Acción Penal 

SegCin lo previene el artículo 21 de la Constitución, al Ministerio Público corresponde 

cxclusivantente la persecución de los delitos, de tal manera que sin pedimento suyo, no puede 

el juez ele la causa proceder (le oficio, sin que baste para considerar, que se le ha dado 

1utervenci►ín, el que se le hayan notificado los trtímiles dados en la causa, 

Quinta I-'hoct► :'Pomo XIX. Pág. 1032. Salazar Mariano y Congs. 

Acción Penal, Ejercicio de la 

la rer'sccuciÓn de los delitos incumbe al Ministerio Público por mandato 

constitucional }, cuando, ejercita la acción peimi. como en el caso, y se Iibrmulen conclusiones 

(le no acusación y éstas son confirmadas por el Procurador General de Justicia del Istado, 

oyendo el parecer ele sus agentes adscritos, es violatorin de garantías constitucionales In 

sentencia condenatoria que pronuncia la autoridad responsable al conocer lo apelación 

interpuesta por el coadyuvante del Ministerio Público del auto que decreta el sobreseguimiento 

de la causa y,  la libertad cae los cnjuicindos ¡por sustituirse In autoridad judicial en el ejercicio de 

la acción henal, lo que nmcritu conceder n los senlcnci,►ctos, el amparo que solicitan. Artículo 

21 Constitucional, 311. 15% 316 y 317 del Código lirocesnl (penal vigente en el I stado de 

México. 

A. 1lirecto No. 5.11/5( Quejoso: I IIIIe i\chcar Kuri y,  David Sulcimar► Mt jl►cs. 

nuluricl,ltl rcl,c,llsnl(te : Segunda Sala del 't lilb►n)►I Superior (le .luslicia del 1_studo (le Mico. 

Fallado : 13 ele (?pero de 1958, Concedido por unanimidad de 4 votos. Ministro Ponente : Lic. 

Carlos 1 junco S di. Secretario I,ic. Fernando Nnrvaéz Ángulo. 1° Sala. Inlürmc 1955. Pñg. 21. 

De las tesis anteriores se desprende que el Ministerio Público en determinados casos y 

bajo ciertas condiciones si csttí li►cultado para desistirse tic la acción penal, pero que el jaez ele 

la causa no obstante ello, no queda constrefíldo a su pulimento. 

47 



I.?sto en realidad no es lo cierto, pues se ha establecido en jurisprudencia (irme y 

definida que el juez no puede rebasar su pedimento, a cicnuís de que el desistimiento tiene los 

electos (le tuno sentencia absolutoria, y en lo general no estamos completamente de acuerdo 

can (lile siga el criterio del desistimiento, pues es por disposición del artículo 21 

Constitucional el que sea la autoridad judicial propia y exclusivamente quien pueda imponer 

las penas, sin darle para Al ninguno injerencia nl Ministerio Público. 

4.2 CONCEPTO DE AVERIGUACIÓN PREVIA 

Existen determinadas actividades que el Agente del Ministerio Público normalmente 

realiza en ejercicio de sus lilnciones independientemente del delito que se trate. Lis diligencias 

(lile ¡'caliza constituyen 1N1sicamente las actividades Illüs usuales en 1,1 actividad de 

levantamientos de actas (le averiguación previa. 

Osorill y Nieto encune a la Averiguación Previo como "1 .a etapa procedinlental durante 

la cual el órgano investigador realiza todas aquellas diligencias necesarias para comprobar, en 

su caso, el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad y, optar por el ejercicio o abstención 

(le la acción henal".1 

F.l Maestro Colín S,íuchez.. la define canoa 

"La dalla Ilroeed¡inellial en (lile el Ministerio Público, en ejercicio ele la lilcultad (1e 

I'ulicitl .tudicial, I}raclial I(d;Is las cliligeiici e; 11'cc',nrins que le permitan estar en aptitud de 

ejercer la acción penal, debiendo integran', pa a esos Blues, el cuerpo del delito y la presunta 

respon lhili(hI(I".1 

orilla 1 as delinc II la Averiguación previa como "I;I periodo (le preparación del 

ejercicio (le la acción penal, que tiene por objeto, reunir los requisitos exigidos por el artículo 

1 l'nlhi S,btcltc~, (iuilMlllo : 1 ) i 'rho Nle..icIno de I'mcedimicnlos Penales, lidilnli;tl I'ureiut, 5. A. %It Xico 1989, I'ág. 2I I. 



16 de la C'onslilucióti General de In República. 1 I desarrollo de este período compete al 

Mittisterio Público".2 

Considera mos (llC el concepto Averiguación en su acepción más anlplia, roas llana se 

entiende coreo la Cornea de buscar el conocer determinada circunstancia o hechos, es decir, es 

una investigación. Y la composición de preven, se rellere, concretamente a que dicha 

investigación se realiza antes (le, (1 se sujeta a una serie (le aspectos liara buscar y cncontra In 

verdad histórica de los hechos, para a su vez reunida ésa búsqueda o investigación se pueda 

decir si se pone o no cn conocinliento a un juez henal. 

La actividad averiguadora, recibe en ocasiones el nombre (le diligencias de Policía 

.ludicial. Ahora bien, el hecho (le que las leyes hagan rcftrettcin, en modo alguno, que la 

Policía Judicial, se a un órgano investigador, con facultad (le practicar diligencias, con 

independencia del Ministerio Público. ¡Si artículo 21 Constitucional, no crea dos instituciones 

autónomas entre sí, ni siquiera vinculadas por razones (le coordinación, sino por el contrario, 

(los instituciones claramente subordinadas una n otra. Las diligencias de la Policía Judicial no 

son otra cosa (¡tic las diligencias de averiguación previa y las practicadas, en su caso, por 

individuos pertenecientes n la Policía ,lu(liciul, solamente scr:in vAli(Ins si son dirigidas por el 

Ministerio Público. 

La suprema ('orto (le .Insticin (le la Nación ha resuelto al respecto que "no es cierto que 

las diligencies prnetic,las flor la Policía .1mmdicial carezcan (le validez, r, rque cuando el 

Ministerio Público actúa en su rlrActer de autoridad y' les de Policía ,lndicial, el juez puede 

atribuir cficaeia 	plena piolinluria a las dilit;rnci,.is clac n(liicl practique. sin incurrir en 

violación ,tl amtículo 21 t'onslitucionstl''. (Compilación (le Jurisprudencia (le 1O17-1075. 

Segunda (',irte. Tesis 232). 
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4.3. PRESUPUESTOS PARA EL EJERCICIO I)L LA ACCION 

PENAL. 

Para ejercitar 1,l acción henal será siempre I1ecesario Co11dienlr los siguientes 

• I)resuI111estas: 

a).- Que se haya coludido un hecho que lit Ik:y penal lu culiliyuc colmo delito. 

b).- Que tal hecho Ilusa sido claill a cunuccr al 1llinititcriol Público 1)01 m.di() de 

denuncia, acusación o (juerella. 

c).- Que eXista un órgano) jurisdiccional con Iilcultlul deeisi,rill ante quico se ejercitará 

la acción. 

d).- Que haya un ut~ndido por el delito, que puede ser una persona Iisica o moral, o 

bien, la sociedad. 

e).- Que la denuncia, acusación o querella estén apoyadas por declaración bajel 

protesta, tic persona digna de I•c, o por otra clase de dalos que liaban probable la 

responsabilidad del acusado. 

I).- Que valorarlos en su conjunto los datos suministrados ul Ministcriu Público, 

resulte 'probable la responsabilidad (le uno) (persona lisia que se encuentre I)crli:ct.anrnte 

identificada. 

4.4. TITULAR DE LA AVERIGUACION PREVIA. 

La consignación ele¡ prioncipio de oficialidad del ejercicio de la acción penal, exige la 

creación de un órgano estatal que sea el encargarlo de promuV erlu. 'I al órgano es, cn nuestro 

país,el Ministerio Público 	es el titular (le lit averiguación previa; 1,11 afirmación se que b 

desprende de lo establecido en el artículo 21 Constitucional: "l..a persecución de los cielitos 

incumbe al Ministerio Público y a lo) Policía .1 miicial, la cual estará bajo la autoridad y mando 

inmediato de aquél". 
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Para algunos autores el Ministerio Público representa a la sociedad, para otros es 

representante del f{stado. Siendo éste (Iueflo (le personalidad jurídica, que en cambio, no tiene 

la sociedad, conCpto ajeno al orden normativo, responde a mejor técnica concebir al Ministerio 

Público congo representante del Estado y no de la sociedad. 

Fenech deline al Ministerio Público como "Una harte acusadora necesaria, (le cln•lícler 

público, encargada por cl 1 stlulo a quien representa, (le pedir la actuación de la pretensión 

punitiva y (le resarcimiento, en su caso, en el proceso penal. 3 

liste jurista se I•clierc cticlL 	a In haticitrlción que el Ministerio Público tiene 

en materia penal, y (lile en nuestro país sus t11nciones no quedan limitadas (1 ésa materia, ya 

que su actividad se extiende al campo del Derecho civil, en cuestiones (le tutela social, 

representando a los incapaces o ausentes, menores y sobre todo, cuestiones del Derecho 

i 	 - Familiar. 

Col in Sanchez lo (le (inc corno: "la institución dependiente del Estado (Poder 

Ejecutivo) que actúa en representación (id ) interes social en el ejercicio de la acción penal y la 

tutela social, CI1 todos aquellos casos que le asignan 1,15 leyes."' 

En nuestra opinión el Ministerio Público es la institución creada por la Constitución 

para ejtrcital' 1,1 acción penal, veló' por 1,1 exacta a piienci0n (le líe ley, e intervenir CIl 

repi'escnitici<ín (le la sociedad ele Mulos los casos cine le asignen las Leyes. 

4.5. CONOCIMIENTO I)I?L IIIC,'II() I)FLICTUOSO. 

Toda averignaei<in previa se inicia nledinille 1111► I1OIICiU (loe hace ((el Collocilniento del 

It huiste, iu I'IiI►lico I;1 eointsi►ín de tul hecho Ilnsihlcmente delictuoso, Tal noticia huele ser 

3  clareó, It,►nifhez Sergio: Derecho I'roces,l iknat. l ditoriai I'urr►n, S.A„ México, 1983, p. 230. 

`I Colón Sánchez Ciuitlermo; Dereclur A 	de I'rncedintiento,c !'enales, Iiditoria1 Porrúa, S,A., 

México, 1989, p, 77. 
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proporciona(Itt en lúrina directa e inmediata; por conducto de los particulares, por la policía o 

por quienes estén encargados tic un servicio público, por la autoridad .1nilicial al ejercer sus 

tilnciones cuando aparezca la probable comisión (le un delito en la secuela procesal penal o 

civil; y p'or acusación, denuncie o querella. 

No l)uc(le precisarse con claridad tll►u estadística respecto (le la concisión tic hccllns 

delicluusos, lu)rquc 1►►uchas veces son desconocidos pura les Uutoriklucles, así lencnlus el 

llamado delito negro en la crinlillolopía, chic es aquel que jamás podrá ser an,Ili/LRIO, 

investigada . ni SaIICi0I1LRk por el poco o ludo inteles de la iclilt ;t. t'Ínniliaies:  u por personas 

que conocieron (le ése helio, ya sea por temor, negligencia, ignorancia o bien por mio exponer u 

la víctima al repudio (le la sociedad misma, corno Izo sería en luscusos tic adulterio, e inclusive 

en el cielito (le violación, donde  muchas veces se oculta el cul)ucimiento del Necio para no 

crearle más problemas a la víctima (lel delito; tam ll)ién , en ocasiones, no se (IÚ a conocer el 

delito por parte del ol'cndi(lo esperando hacerse justicia por medio (le la venganza, es decir, por 

su propia muno. 

1 l hecho delictuoso se llega t► conocer en lürma directa o indirecta, como lo veremos a 

continuación: 

4.5.1. DIRECTO 

l:I Ministerio Público puede tener conocimiento del delito en Ibrmt► directa e inmediata 

cuando por la sola atribución que tiene y le conlicre la Ley, a través tic los sentidos percibe la 

comisión de un tacto o hecho posiblemente delictuoso; en este caso este conocimiento se puede 

considerar un litctor indispensable (lcl Agente del Ministerio Público (le conocer por si mismo 

un hecho posiblemente delictuoso, sin esperar 1u denuncia, acusación o querella, basta 

simplemente que tal hecho constituye un delito perseguible (le oficio para (fue pueda iniciar su 

averiguación previa, sin necesidad de que esté o no en lilnciolles o (le turno. 

l n la vida cotidiana suele suceder que un Agente ticl t Iinislerio Público observe chic 

está cometiendo un robo o una violación, y que aún sin estar en Ii►nciones determine integrar 

su averiguación, es decir, dar inicio a la misma por haber percibido tul hecho por los sentidas, 
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en este caso así debería (le ser y cumplir su papel de representante social; claro está que en la 

práctica por exceso (le (robalo, por Folia (le proPesionalisnul, por flojera y aún por falta (le 

criterio, I1(1 tiene 1,1 II1leial¡va para iniciar tal as,criguación previa, si un (lile (Iesgracit►(If1111entelo 

nmiís probable es tltic esperará a que tal hallo sea denunciado por el ofendido e interesado, 

1)er(liéndose así vestigios fundamentales para la adecuada integración (le la indagatoria, 

a(lenuís de que n(1 se detuvo al probable responsable, en este caso de flagrante delito, tal y 

como Iu dispone el artículo 16 Constitucional. 

4.5.2. INDIRECTO 

¡'tira conocer el hecho delictuoso por lurte del Agente del Ministerio Público en ¡'orilla 

indirecta se atiende a la acusación, denuncia o querella, es decir,cuando un particular, le hace 

los seríaltmlientos del acontecer delictiva, o hiele, cuando In aut0ridad a(Inlinistrativa se saber 

tal hecho e inclusive (Teja a su disposición algún detenido y objetos según corresponda al 

(lecho y a las circunstancias del misalO, y aún por la autoridad judicial en ejercicio de sus 

Iimciones cuando aparezca la posible comisión (le un delito en la secuela procesal henal y 

civil. 

1\ continuación anatizarenlm(1s en lilrma muy general cada lino de los requisitos de 

Proce(Iihili(10(1(lile dan origen al conoeilnientu indirecto del hecho delictuoso. 

4.5,2.!. LA QUERELLA 

La querella puede definirse cuneo una maniflstación de voluntad, (le ejercicio 

putestalivvn, tornlula(Itt por el sujeto pasivo o el (lRntlid(1 con el fin (le que el Ministerio 

Público tunee cunocilnientt► (le un delito no perseguible (le olicin, ])ara que se inicie e integre la 

Ilverigunción previo correspondiente y en su caso ejercite la acción penal.5 

Conliirnle al artículo 1 lO del Código (le Procedimientos Penales para el ¡atado (le 

Guanajuato, pueden li,rmlllarse las querellas verbalmente o por escrito. 

53 



Requisito indispensable en la querella, es que sea hecha a pcliciém tic la I)ilrtc ()l'n(lida, 

pues se ha considerado que entra CIl juego 1111 infieles particular que resicnle cl.cluI O, y que Ilu 

sería adecuado aeli ar olicioSi1111CIllc, en 1'Irtl!(1 (le (ILIC Se pudría ocasional' (Íall(IS mayores al 

particular, (fue los que experimenta la sociedad con el mismo delito. Así I)c)r ejemplo, en el 

delito ele adulterio el (lecho (le que úllicimlentc pueda hclseg!uir:;c por querella tiene su 

ex1)licación ea rozón (le que 1,1 oficiosidad Ouniría resollar daiinu a los interesa; del t)tcndido 

por la puhlickkid que entnlüa ña iimdamacióu del delito y (-I Ir~)~~rsu. 

"I•ratülI(lose (le los delitos que se persigue( a I)clicilin tic la parle olciidillu, nn sulanlcntc 

el agraviado, Salo también Su 1cgit1ll)t) represeniti111te, cuando lo G111SItici'c Ilt'cesario, pondrán 

en conocimiento del Nlmisterio Público la comisión del hecho delictuoso, pura que éste scil 

perseguido, no pudiendo hacerlo en ningún caso para esta clase (le delito, sin la mallil'slación 

ele voluntad del que tiene ese derecho, 

4.5.2.2. LA DENUNCIA 

La denuncia es la comunicación dile hace cualquier persona al Ministerio Público de la 

posible comisión (le un hecho delictuoso (lile se persigue (le oliciu, es decir, que la deimun(ia 

puede presentarla cualquier persona cn cumplimiento de un deber impuesto por la 1.ey. 

Denunciar los delitos es de interés general. A todo mundo le importa que las sanciones 

se actualicen, congo medida encaminada a pruvocar ejemplaridad para así prevenir el delito lo 

cual justifica que la mayor parle (le los delitos se persigan ele oficio, 

La (le111111Cia, no es, de ninguna manera, un requisito (le I)roce(iihiliclad para que el 

Ministerio Público se tivo(lue a la investigación del delito, hasiará chic esté informado por 

c(Ial(luier (Medio, pala (lile (le inmediato esté obligado a I)I'acúcal' las investigaciones necesarias 

para determinar oportunamente si aquello d(1 lo cual ttn'o conocimiento constituye un delilo Y' 

en SU caso, quien es el probable responsable, 

5 Osorio y Nieto, Cesar Augusto, lo 4) cri) uuciú)I !'revia, Izditorial I'omiu, S.A., México, 1')51, p.1') 
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Atendiendo el contenido del artículo 16 Constitucional, apreciamos (lile Cl legislador 

incluye In pallad denuncia, entre otros elementos necesarios para poder dictar una orden (le 

aprehensión. sin duda alguna como condición (lc procedibilidad a cargo del Representante 

Social C\('ILCil1'i1111C1111 para (lile el órgano jurlsdiccianal pueda avocarse a la instrucción del 

proceso. I,ucs no (lehenlos oIVi(lar que el Juez n(, puede proceder de oficio, por ello, cl 

Ministerio Público al ejercitar la acción penal, está denunciando los hechos al,luzgador, que en 

otras condiciones podrá (1hjetiN,iiilr su potestad caracla'istica. 

1:11 cuanto a su Ibrnlil y electo, la denuncia podrá hacerse verbalmente o lior escrito al 

Ministerio Público o a cualquier Iitnciollari(1 o agente (te la Policía Judicial, situación que 

obliga a I11'ucc(ier de "(Ilici(1" a la investigación de los delitos, haciéndose constar los (lechos 

CIl (lll acta que contenga todas las diligencias CRIC demande lit averiguación. 

4.6. CIILMINACION DE LA FASI?, INVI;S't'ICAI)OItA. 

4elialamns en su oportunidad (lile nlc(Iinnte esta fúnción el Ministerio Público está 

Ii1Cl.11lado pílril illiCülr ilctli' (le ilvcrft'uaci(in pm 	mi por l(, delitos (luc sc hily,111 cometido. 

recibiendo por 1111 IIIntivo las denuIlncias, acusaciones P querellas (lile ante Cl scilll presentadas. 

con el objeto de Ile lir a callo la piáctiea de las diligencias necesarias pnm determinar si los 

. 

	

	i 	 1ucdIu s que les s(m e 1itieslus culmlilaven (, 110 del it(. recabando todas las pruebas necesarios 

p:Ii.n Conlprokil- lo existencia (Id caerlo, (¡el delito y' I.► hrolnlhlc responsabilidad de los 

acusados, I)rcllrin(In así cl ,'.¡,rrrici() de 111;lcci++n penal. 

.n este período que se realiza antes de (fue se inicie el proceso. ci Ministerio Público 

actúa con el cllrlielcr (le iu toridad, teniendo clmu, auxiliar a lit Policía Judicial In cual cslilrlí 

su Ilul(,ridad, y mando inlllc(liuto por disposición Constitucional y como consecuencia del 

r►r,irta ion el (lile actúa, sus actuaciones tcn(Irlin el carúctcr de auténticas como lo dispone el 

at ticitl(, ,3  de la le}' 1)rglinicll (I(I Ministctill Público del Fsllul(1. y, para su validez no 

rc(luicien de r,llilir;lcicin ante las aut(Irida(Icsjuris(liccimiales. 

I~.n esta bisc el Ministerio Público tiene lit obligación (le detener a los probables 

reshonnl,lcs (I(e algún delito Ilo (lb:I;.n te 	(lile no exista el librnlllicllto (le unir orden de 
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aprehensión, en Ci1So (le lla61'allte delito y en Caso de notoria lllgCliCIi1, CLanIdi) Ilt) luya CII el 

lugar autoridad judicial que pueda expedir la orden correspondiente y esistall serios temores ile 

que el presunto responsable se sustraiga a la acción tic la justicia, tal y canto lo ilispinu► los 

artículos 182 y 183 del código de I'rocedilnientos Penales del I stadu y el artículo 16 

Constitucional, señalando este precepli dile la deleiteión en casos urgentes, cuando lit) (laya co 

el lugar itutoricLul judicial, se podrá Ilev,Ir 11 cabo sutur)]cute per delitos (lile se I)crsiglln tle 

olido, 

De hecho con esta Facultad que se otorga al Miuistcrio Público se asunta serianlu)te 

contra la libertad de las personas, pues basta que el representante Social tenga tenor en su 

Fuero interno, para sute por sí estime Isla: se tl'ala (le 1111 Caso urgente y proceda a talidal tleteller 

tl la persona. 

Lo anterior se refleja Claramente el] la realidad Social, ya (lile con demasiada Frecuencia 

sin orden judicial, se priva a las personas ele su libertad, haciendo nubatorio el principio ele 

legalidad de que sólo con orden judicial procede la aprehensión según lo dispone el precepto 

constitucional. 

Dentro de la hipótesis ele caso urgente, el artículo 16 Constitucional impone a la 

autoridad administrativa aprehensora, la obligación de poner ilttl)edialal»alle al detenido a 

disposición tse la autoridad judicial, lo cual indica que tan pronto corlo se realice la detención, 

se deberá consignar al detenido con el Juzgador. 

Antes de la última reli)rnla, en la práctica y contrariando a toda lógica jurídica, se 

tomaba el término de 24 horas previsto por la li•acción XVIII del artículo 107 Constitucional 

ahora derogada corlo el tiempo que tenía el Ministerio Público para consignar al detenido al 

juez competente, lo que uos permite afirma• (lile su consignación no era inmediata, sino dentro 

de ése término, 

Debemos hacer notar yue ni la Ley Fundamental en su artículo 16, ni el Código tic 

Procedimientos Penales de nuestro Estado en su artículo 126 señalaban un término para que el 

Ministerio Público consignara a tal detenido ante el Juez competente, pues ambos artículos 
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señalaban cuando el acusado por un clelil«) sen detenido, deberá ser Infesto a disposición de la 

autoridad juclicial inmediatamente. 

Collsideran►s (lile los legisladores acerlatlalllente establecieron un aspecto 

importantísimo ele la Averiguación Previa, pues el Ministerio Público necesita ele un término 

raxonahle para reunir los elementos indispensables para la debida integración ele la 

averiguación previa iniciada y así asegurar el castigo para el presunto responsable, y lit 

absolución ele los inocentes, pues en la práctica observamos que por la falta misma ele 

regulación legal en éste aspecto, el Ministerio Público en diversas ocasiones duraba varios (lías 

para integrar debidamente la indagatoria, no obstante existiera reo presente¡ igual mente la falta 

ele dicha regulación obligaba al representante social a consignar apresuradamente al detenido 

haciendo la mayoría (le las veces consignaciones deficientes. 

Consideramos razonabe el término tic 48 horas dentro del cual el Ministerio Público 

puede la mayoría ele las veces realizar adecuadamente todas las diligencias necesarias para la 

debida integración ele la averiguación previa en los casos en que haya reo presente, y de ésta 

minera, consignarlo dehidamenle. 

De la Illl►citln investigadora dentro de la averiguación previa pueden derivarse las 

consecuencias jllrídieas siguientes: 

1.- Que se encuentren satisReluos losrequisiteos constitucionales, y encontrándose 

detenido el acusado deberá ser consignado a la autor'idatl judicial competente. 

2.- Que (encontrándose s;llislieehas los requisitos constitucionales, el inculpado no se 

encuentre tlelenitlu. en cuyo raso lo actuado será consignado al juez solicitando la respectiva 

orlen ele upiehensinn o eointl lreceneia según eomIesl►urnla. 

;.- Que (le los elementos existentes en la indagatoria se desprenda que los hechos que 

la originaron no san constitutivos ele delito: cuando aún pudiendo serlo, resulta imposible la 

prueba ele 111 existencia (le los hechos, y cuau(lo la acción henal esté legalmente extinguida. en 

citen caso no se ejercitaría la acción henal, según lo ticimla el articulo 128 del Código Procesal 

Vigente en nuestro listado. 
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4,- Que habiéndose practicado las diligencias necesarias, no resulten chulos 

bastantes para hacer lit consignación a los tt'll)llnilles, procediéndose a reservar lit ílveiiguaicllall 

pl'evia y suspender su triltuite llastil en tanto no aparezcan nuevos dMOS que Iperlilililll 

perfCecionarla y resolver en (lelinilivu si se ejercita (1 111) acción penal, : 0111 In tlisptii 	el 
articulo 132 del l'íl(ttt!ti de t 31'(1cediu11ieia ): 	x;11 .'I l:alildu. 

4.6.1. LA CONSIGNA CW ON 

Concluido el perídn(io (le averiguación previa, el \linistcrio I'íllllico tiene el deber por 

disposición constitucional contarme al artículo 21, y le corresponde de acuerdo al artículo 127 

del Código Procesal Penal, el ejercicio ele la acción penal, lijando en la consignación la 

concreta, determinada y precisa pretensión 	punitiva, lit cual debe estar ILII1da la 

específicamente en todos y cada uno de los dispositivos y tipos penales que lijan la situación 

jurídica del caso concreto y que se encuentran contenidos en la Ley Suslal)tiva Penal. 

lis ahí donde la exigencia punitiva se concreta y el Ministerio 1'líhlieu puede establece' 

con precisión las penas que serán objeto de aniilisis judicial, y por lo niisnlo, la acusación 

constituye la eseencia del juicio, ya que en ella pedirü, en su caso, la aplicación tic las saelones 

provativas de libertad y pecuniarias, incluyendo en éstas lit reparación del daña, por concepto 

de indemnización o de restitución (le la cosa obtenida por el delito. 

1?( Nlinisterio Público al ejercitar acción penal contra un acusado, Si) lantente consigna 

hechos ul Juez, y dentro del período instl'ttctorio se desahogan teclas las diligencias necesarias 

para la comprobación del delito y de la probadle responsabilidad del inculpado, en las cuales 

dicha institución se basará pura li)rmular sus conclusiones. 

4.6.2. EL 11 RCHI1'0 DE LA A VER1 G'UAClON PREVIA 

Se entiende por archivo de la averiguación previa, el dictümen autorizado por el 

Sub'Procurador, Director de Averiguaciones Previas y Director (le control ele Procesos, donde 

se decide el no ejercicio de la acción penal por encontrarse el Ministerio Pública en los casos 

que establece el artículo 128 del Código de procedililientos Penales: 
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I.- Cuando los hechos (le que conozca, tio scl)n constitutivos de cielito; 

I.- Ciando aún pudiendo serlo, resulta imposible la prueba de la existencia ele los 

hechos y 

IMI.- Cuando esté extinguida legalmente. 

Se ha discutido en la Doctrina y en el medio fi~rense si el archivo es dclinitivo, es 

decir, si es cosa ju g;.ldtl. 1Jegtínclose a la conclusión ele que el mismo no tiene la delinitividad, 

110 es cosa juzga( la. Ili es la verdad absoluta. ya que se puede reabrir dicha averiguación cuando 

se demuestre que por filllas técnicas ti por hechos supervvcnienles que dicha investigación sí era 

constitutiva de cielito, que no es imposible In prueba (le la existencia ele los hechos, o bien,, que 

no lile aplicado correctamente el térnlitlo (le la prescripción, o que efectivamente no estaba 

extinguida legian enle la responsabilidad henal. 

4,6,3. LA RESER P'' DE!_AAt'rolIGUACIOA'I'REJ'IA 

I.I► reserva cic la indagatoria se encuentra establecida en el numeral 123 (leí Código de 

proccdinlicnlos Penales que señala que si tic las diligencias ürt)cticnd is no resultan elementos 

baslnnles hala hacer la consignación a los tribunales y no nparece qne se puedan practicar 

erras, pero con posterioridad pudieran allegarse (latos para proseguir la averiguación, se 

reservará ci expediente hasta que aparezcan esos dalos. Y entre tanto se ordenarú a la policía 

que haga investigaciones tendientes tt lograr el ese Inreci miento tic los hechos. 

Su eli~ctu es temporal, y, al igual que el archivo el Ministerio Público, solicitarú a los 

funcioncuios de ha Sub'I'rncur,uluria la ;autorización respectiva atenta al aliálisis tic hechos y, tic 

derecho en que liiiidninentc su procedencia. 
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CAPITULO QUINTO 

REQUISITOS LEGALES PARA LA INTEEGRACION DE LA 

,/1 VI.:RIGUACIÓN PREVIA 

5.1. LA FORMA EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. 

I.o averiguacióm previa debe contener todas las actividades que desarrollo el Ministerio 

Público Collio sus auxiliares, siguiendo un orden cronológico, con la mención del lugar número de 

averiguación previa y,  agencia investigadora que inicia la indagatoria, observándose en cada caso las 

disposiciones legales aplicables estableciéndose en la hqi►► de inicio una narración sucinta de los hechos 

por el cual se inicia, (le n+uminándose dicha diligencia como exordio y que da tina idea ele los hechos que 

L► originan. 
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5.1.1. I~I. ACUEIlUU Y LA CONSTANCIA 

Durante la averiguación pies' la el Agente del Ministerio Público realiza actos, 

en virtud (le I( os cuales asienta form;►Irnenle los hechos relacionados con las indagatoria quo integra, a 

declo (le enc(mtrar vestigios o I1nIteb as umieriales (le los liecilos (lile se investlg811 tules Collio el lugar. 

oh jet is, señales e indicios. 

In tito  el aciterdo emito 1,1 collstane¡ a en lit avet iguación previa se hace en la 

práctica nic(Iiatite el asiento literal (le las cosas u ohjel(ts gite se investigan, de personas quc declaran o 

bien, (lile se ule gan a hacerlo, asentando el nombre de las personas que reciben los citatorios, la 

cilrl lista nc¡a de no saber o no querer li►mm. las eirci1nstaneias que hagan sospechar la falta de veracidad 

1)11(1iendo titiliz(►rse los términos; "I`.1 suscrito Agente del Minislcrio Público (µle ictilm legalmente con 

secretaria hace conslnr que ... "() bien. "... C►m►o se desprende del estado que guarda . la presente 

in(I;Iwaloria, (lile es ii cosario la declaración (le .1111111 Prez, el suscrito Agente del Ministerio Público. 

i\coidó: GirarcitaU uio...'. 

5.1.2. U! I('I OA' 

.s L► inscripción o nuiol;(ciúii que se inserta cn lit averiguación previa para 

señalar que se at.urclan n se reciben dclenilinados documentos, objetos, etc., 



5.2. CUES`FIONIS 1)1 FONDO IN LA AVl:IU( Uf1C'IÚN 

PREVIA. 

.Si la averlguilei 11 previa vista cii su conjunto, se canll:leri/a por los ,ICt, IUI I►l i 5,  

actividades (lesarrc)Ilalla:, por quienes en ella illiwrv ¡ene, intluduhlu•nlente, para sales i'lnr, srr;in ncc ';n i i. 

silla Serie (le actividades hile se III11111Iestilrán il lr;lvts ale los ¡lelos (lile il iniciativa (le las parles prl)v(npleI) 

el movinl¡cuto (Ic la representación social, mismos (lile básicamente se remiten ;1 lt siguientes: 

s.2.1 COMPROBACIÓN DE LOS ELEMENTOS l)/?I. 

TIPO (ANTE CUERPO DEL DELITO) 

Uno de los aspectos t umit ilmcntales de la averiguación previa es acreditar los  

elementos del tipo penal, es decir, comprobar lo (fue untos era cuuocido Como el cuerpo del delito, (Ilw 

resulta a su vez un elemento de abuelo e importan isililo para dicf¡U• resolución Neutro del lérnlino (le 

plazo constitucional y cousecucntenlcnte aspecto lilndnmcnlnl dentro del proceso. 

I  Código de procedimientos Penales cii nuestro Estada, señala en su urticolo 

158: "(:I Minislcrio Público neredilarli los elementos del lipa I)u ial tic que se bale y la probable 

responsabilidad del inculpado, como base del ejercicio de la acción, y In Iwtoridad judicial, a su vez, 

examiliará si am 1)05 re(Illisilos estála acreditados en íllltos, para darle e¡lrso ¡II prl)cesll". 
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'Los elen►entus cicl tipo penal (le que se trate y la probable responsabilidad se 

acretlilt►rtí por cu;►I(luicr medio probatorio que setfl ilc la ley.' 

De In lectura del articulo citarlo, se desprende que comprobar los elementos del 

tihn es cicmostow lit existencia (le, tm lucho, con tollos stts elcmc►ltos constitutivos tal y rodio lo define la 

les,, al considerarlo como delito y señalar la pena correshrnuliente. 

Debemos señala' respecto a la comprobación, que la nattn'aleza de los 

dementas del tipo examinarla por la doctrina pttrtlendo (le las reglas generales. La ley establece métodos 

específicos para la comprobación ele ciertos delitos, lo cual iniplica una opción en el ot'clen de los 

elcit►entos (le In t►creclitncitin, e inclusive, la solución de alguno de ellos exclnycncln los demás si 

Irnluunos en cuenta In u nturtlle7a y carac1cristleas del delito que se quiere comprobar como poi' e.jcmplo 

en el I►nmiciclio, lesiones, robo, etc. 

1 	ii lillo (le delito, no Complen(IC así, totl;ts las par ticularitlttcles que cn el mundo 

c\tct iur luu'iuen un ucto real. sino que itnicantentc cnntllrcttcie aquello que tiltitica el acto reprochable. 

II) ulule? inrntcnte eNl,ueslo nos Ipc►nlite concluir que el delito legal se (i,rma con 

bis linctunicntos que comprende la descripción que de los delitos en particular llave el legislador, en In 

cual vtu► (•icmcntos de earticicr ►anual y ct►r,icter vt►lurtltivo (lile rc(illiereii sil Ilrescllein el delito. 

Ins elementos del lipa liciten aspectos v;ilor►livos cn,►►uln en 1,1 descripción de 

la Candor?;► cite uadrada Ipur cl legislador. se  sci►,itan carnet cris! ials (le tal especie, congo sucede en cl 
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cstti pro, que requiere L► c;lslidad y honestidad, e igualmente sucede en el pecttlado, que requiere ele un 

sujete ctclivn, entno persona encargada de tm ser vicio público del Estado descentralizado. 

1'ala la debida crntlhrobacicín (le los clemeulOs del tipo penal dentro de la 

a ven il,uación Ipre\'la, el Agente del Ministerio Público dchcrí procur;lr ante todo gtic se compruebe el 

mismo anta pase cId l Ilroceditttlento henal. lo cual significa que gola de In nrís amplia acción para 

emplear los tuedios de investigación que considere necesarios, aún y cuando la ley no los menciones, 

siempre y elimildo tales malit,s no sean contrarios a la misma ley. 

I)c lo ;interior se puede scüal:n• que 1;►s diligencias rc;►li7adas por la 

rclnesettl;tci(m social para la ccmthrc,h;►ción ele los elementos del tipo petlnl, dchcr;ín comprender 

primeramente. Ice que el tipo legal describa, es decir, aplicar la regla genérica para comprobar la 

.justi tiene iótt ele la existencia de Ices eIc►nctrt►ls que constituyen el hecho delictivo, y posteriormente 

cicher;ú► cotuprender otras activklades ministeriales que si bien no están previstas en lo ley, tampoco sean 

contrarias a L► ntisnut. 

Por otro lado cabe seilalar, que lo expresado por la ley, ha permitido que 

alpttnos Irnlmlistas ctmsicleren tlue para la con►Ilrol ación del cuerpo del delito no se requiere llemostr(ll• 

la existencia (te elementos subjetivos, \'alur►livos ), de relación. sitio i►nicattiente aquellos elcn►cntos que 

,rrcil,cn Ic]s .c elide :. es decir, ctcntetil„5 n►;tic:ri:cic : ;11 ic;l•crt rnn;icicrtnt; tal ,traun►cntci en vitlucl 

de date 	r elctncntrn, iit;ttcriates elche ! nteimmlcrst lucl Ic, date e•; ►u;Ucr¡n ele definición del delito, pites si 

~alce se cc ,nil►rc ,l,,ir,+n bis cletttrntu; (lile lutcilc►i In!; ;c mieles, se curte el tieyo de un 1(01a• justificar la 

exist,iu la de ;►león delito v consecttenlerncnlc. Itt i►lici;►ci(,t► del Iproce o. 
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5.2.1.1. TIPO Y Í!PICíD.-11) 

l s de nosoIzus connriLl( que el f)eri~cllu I'eual se itsliliea (:,m su Illuliiu lin (le 

lulclar, y que sus preceptos consignan conductas consideradas cunw dañosas susccllliblcs 11e 

I1cnnlizaci(ín. Isl Derecho fenol seleeciuna, describiendo en sus (litiltllsicioi es, aquellas cnn11uctas 

declaradas delictuosas. lis aquí donde surgen los conceptos de tipo y tipicidad (lile revisten trascendental 

importancia dentro del estudio del delito. 

'1'11)0 es la figura abstracta e (IIpotCtiea contenida en la ley, (lile se IIianitiesta en 

la simple descripción de tu tu conducta o de un hecho y sus eircunslancius. Así, el arlíeulo 265 del Códigt 

fenal del Estado, detillc el robo: "Camele el delito (le robo, quien se apodero de tu tu cual nineble ajena y 

sin consentimiento (le quien legíl¡ ¡nata ente pueda dislwnur (le ella.'' Irte concento, C )Iistiluye un lipa, 

una figura, un diseño del particular delito. 

Tipicidad es la adecuación exacta y plena tic la conduela al talo, es decir, una 

coltducla cs Ilpica cuando encuadra dentro (le la turma prevista por el legislador. la 7'1/'I('ID i1.), exige 

para SU c011101'tuación, 1111 agotain¡etllo exltutistivo (tu la conducta en concreto -1 la llese1'Itu ¡ibsiracta e 

indetermisiadutucnte cn la ley. 

tu tipicidad, parte del principio o dogma pcnul "Nullum exime sine Icgc", 

reconocido en nuestro sistema jurídico en el artículo 111 (le la Norma T:un(Ilullcnlnl. 



5.2.1.2.liL1:'iIl N!OS!)EL "1'1110 

Los cien ►entos ►le I.► descripció►► líüica son los siguicmcs: 

a) Sujeto del delito.- I , la I►ursuna física indtiv idlual que tIcsarrullu la acción 

criminosa. lislu cicmcutu Hueca incluido en las I,►rtuas "lit, QUI........A 1.A..., —Al. Ql II s...", haga esto 

o lo otro, que emplea el legislador en las diversas figuras delictivas. 

b) Modalidades (le la conduela.- 1  tipo penal li•ccucntc►ncnle 1►acc reli;rcnc¡ti a 

circunstancias tic canceler especial, a medios ele ejecución, a otro hecho I)u►►ible, etc. lo que sig►►iliea 

modalidades de la conducta o del hecho descrito. Así por ejemplo el artículo 2.15 dei Código Peña¡ del 

listado, hace mención a los elementos especiales: ", Il (/1W en cA-.►'/;oblrrclo u en /,crrc j& sul¡!(u•io lu{La 1151) 

tic lu violeueia sobre unn perru!!u, .►u le aJ)lle(rú c/c Seis u cinco años ele prisión y de cinco ci e!, wucu/u 

días nnrltn. 

e) (jeme Material.- l' l tipo también alude al objeto material de la conque(►►, es 

decir, ti la pc►:Sona o a la cosa sobre quienes recae la acción típica. Por cjcu►plo en el 1 lomo icid¡o, la 

persona humana constituye este elemento, en el robo, lo constiluye el bien niucble, etc. 
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5.2.2. LA PROBABLE RESPONSABILIDAD 

La probable responsabilidad, es otro (le los requisitos de fondo e 

¡lo pon lant (si utos gtic exige la nnrm;► fimd,►inenta1 para que proceda jurídicamente la orden (le captura o el 

anlo (le Iiinnal prisión, tal N,  como lo sei►ala en sus artículos 16 y 29 la Carta magna. 

Dentro (1e la averiguación previa, ha sido usual tanto en la (locírina corro en la 

prñctica,1iabLu• ii►d ¡si int,uncnle (fe probable o presunta responsabilidad en virtud (le que amhos términos 

sum süuinirnos N,  !;¡gil i(lean I►► fundado en razón prudente o, de lo que se sospecho por tener indicios. 

Dice el maestro Guillern►o Colín Sánchez que existe presunta responsabilidad, 

cuando hrtvv elementos suficientes para suponer que 11111) persona ha tomado parte en la concepción. 

preparación, o ejectici►irt (le un acto Iipico, por lo que debe ser sometido al proceso correspondiente. )  

Dctcrminai si 0011 persona es presunlrl responsable (le algún delito corresponde 

lücl,in►ctuuln►rnl( ,il .I►tci, sin embargo durante L► integración (te la averiguación previa concierne al 

Crlin Sancha, Derecho Mexicano tic Procedimientos ('cantes, Cditoiia►I t'orrún, S.A.,Móxico, 1989, 
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Ntiuisterio Público Investigador, el resolver si procede o IIo la consignación o lii erlad del sujeto, una vei. 

que analice los hechos y pruebas recabadas, porque puede resultar y de heclio en la práctica se da Con 

úreeuencia que habit Iidose reunido los cieIuenlos del tipo, 1111 se encuentra detiti sírad l lit i)ruhahle 

resi)ollsabilidall y l unsecII nI IIIcnte no se ejercita la acción penal. 

l:n la prlictica, ()aman meros intlil:it)S I);u'a cunsitILI;lr LILIIInSIr;IJa la potable 

responsabilidad, sin embargo, cI ju/.ga IÚr 110 debe ale:rlcise C\ClusOillcille a CM,. pues lo Iná, pi'ii Icnle ) 

recomendable es alclltler a los iliedios tle I)rucha csl ihlecit6)s en la ley udjctiVU, pala que hrcv¡o análisis 

tic los Iicelllls, Cil relación Col) utas, coIltitilcilll 11 i iia resolución cl111sisielite )' Calla/. (le t ¡tau )nill'C:íU5 

inútiles y molestias a las perslmas. 

Cabe señalar que en varias (le las ocasiones, el juez henal hiela unten de 

aprehensión, por estimar que de la averiguación Previa se desprenden elementos sulicienles para hacer 

probable la responsabilidad de una persona, no obstante, que con posterioritlall ¿II resolver sobre la 

siluaeión ,juridiea del procesado, dciiiuo lila término de selcola y dos horas, resuelve que no eslli 

demostrada, Aparentemente se está ell 1111,1 situacll i1 eulilludielorla, sill elillial'go, las I'CSt)llicio ies 

dietadas en tul sentido son estril tamentl apl gnllus a derecho, porque la pruhable rl sl)tulsabilillatl, es 

lógico que paula destruirse, tal lomo ocurre, con frecuencia, Si decoro tic) 1érmin1) ronst ¡lije iuna1 

mencionado se practican diligencias sulic ¡en les para desvirtuar el material probatt)rio presentado por el 

Ministerio Público; a Mayor abunllalil¡cuto, una vez dictarlo el nulo de Ii)rnial prisión, pudiera ser chile se 

desvanecieran los elementos en que se hubiere apoy,atll) y l onsccul nlclnenle se llecmtari la libertad del 

procesado. 

5.3 LOS MENORES INI?RAC'FORES EN LA 

AVERIGUACIÓN PREVIA. 



lino de los aspectos más irrteresrtntes y a la vez mrís complejos, por la 

pruhlenuitica uisrttrt que representa dentro de la averiguación previa, se presenta cuando en In 

i►nVesfitcion ele hechos pos ibteniente delictuosos intervienen menores (le edad. 

Mttuilmente ntrestro paIs atraviesa por una sil nación (le grave crisis económica 

que no elche si,slav;rrse, y yae I►r► generado graneles desajustes en lodos los ordenes de oucstra vida 

si cial. Se sabe hice que uno (le los males que unevil;►hlemcnle prohijrtn los tiempos de crisis, es el 

runncnto cn I;r incidencia (le In criminalidad. 

('iota corriente (le opinión se hn mrtnit~stado en el sentirlo (le que, In inquietud 

(lile h;t prrtvtecado el constatar la participación de menores (le edad en hechos delictuosos de extrema 

gravedad, 1tacc reco►nendtthle que se examine el principio normativo según el cual solamente rt quienes 

hrtvvan cumplido 1 i o 16 arios (le edad, según la entidad federativa (le que se trate, se les considera 

Il nnputa  cti. 

(lucremos 1tacer L► aeLtrrtcitin de que este ptrntto sobre la creciente cid incnencirt 

y 

	

	r,tisoci;tlidail jiu ctu 1, (luc trae rtparrj;tdrt la d iscusión sobre la iniputrtbilidad e inimtntlabiikta l henal en 

mcnures inlinctl)res, es rm tema tan extenso que bien puede tratarse en un tesis de grado completa. 

limo que Untamos (.0111(1 ;tmceedente Irtra efectos (te mlesiro liaba jo. 
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I n el terreno de la doctrina, la polémica su ccntr'a cn la del crnriiociCín de la etl al 

a la que el individuo adquiere capacidad de disceruintiento, desde el 11111110 de vista juriilien-lnnal y, en 

consecuencia, puede ser considerarlo penalmente irullulable. 

Consideramos que nu se Ir;r►;r única y cscln,ivfmrcntu (le 1111 PI Tutuma tic 

desarrollo intclectu;rl'; I,cnsflr tic esta maucra si'nilíc:a simplificar la Mii) tcün fiel iniliv ifluu cn 

lürniación a la (mica tlisyuutiva de si es o un capaz de tlisccrnünientu. En cc,Ur icln semitlu, If,ulcntns 

alirnua' que los jóvares de 1(1 ó de 18 arios, al igual que tu;is júvciics aún son capaces y apios tic 

comprender las reglas del juego social y entender el sentido nwral tic su coi rpurtauricu lo, considerada 

esta capacidad desde el punto tic vista tucrametrte intelectual. Cabe recordar que los progralrlas 

educativos pretenden a nivel secundario, es decir, para jóvenes entro los 12 y 15 años, la enseñanza de 

materias como química, física y sobro todo las matemáticas, cuyo aprcndizu e no sería punible sin la 

adecuada capacidad u itcicctua1 que permila al educando el tiiscernifnienlo a cierto nivel. 

II) el campo jurídico, la mas evidente constancia del recunoc ¡ni ¡emito implícito 

de la capacidad de disccrnimicntu en los rttcnorus de edad, u temidida como ñu le 	irrte lee tuni, la 

constituye la propia ley de Justicia para tucaores en nuestro 1:stado de (iuanajuato, a la (lile se le 

reconoce competencia legal desde los 11 a los 16 años. 

Para eñctos tic nuestro estudio, y col li)rnnc trl arl¡etilo •l o. tic la I.ey de Juslicia 

para Menores en nacsIro estado (le Guanajuato, es menor inti'actul, la iieistLila mayor de 1 1 años y II id 

de 16, cuya conducta se encuentre tihilicada en el Código Penal del 1stado, así coi BU por infiacciones a 

los bandos de policía y buen gobierno. 

La Ley citada en su articulo 5o. señala: "Para los eb.clos (le apl ¡cae idu de esta 

I.ey, se atender¡ a la edad que hayan tenido los menores en la Delta tic comisión de la inñ'acc 	se 

70 



les ;►Irih►iya.'' 1 i 1 su segundi► iraIi menciona: "la edad se acreditar.! con cl acta respectiva expedida por 

el Olicial del Registro Civil del I?stado ele Guanajuato; do no ser esto posible, se acreditará por medio de 

diclaloen médico rendido por los peritos quc para tal efecto designe la comisión dictaminada, en caso de 

dud;►, se presumirá In n►inoría (le edad." 

Aelunintente la Ley de .1ustlela para Nienores, Ita venido a subsanar ele algún 

modo todas las deficiencias que continunmentc se presentaban dentro ele la integración ele las 

averiguaciones previs en las (lile tenion participación los menores de edad, pues lit legislación anterior 

tlenomina►h► 1 e sobre tutela educativa de mcntrres infractores, que fue abrogada, no contemplaba 

aspectos ni uy inportantes sobre la materia en estudio. 

I.n Ley de .tusticla pro Mellares, en materia ele averiguación previa regula 

aspectos li►ndaui;e;;l;iles sobre In parlicipacióti ele los tt►cnores en Las infracciones penales, ep c antes no se 

comtcn►hlabno del lodo. así el nttículo 23 señalo: "Coml►cte a la con;isióii investigadora, fracción I.- 

Inveslit;ar las infiracciomes coto elilas por los mentares, (lile le seta turnadas por el Ministerio I'ithlleo o 

par cualquier olio 011torid;ul; II.- Requerir ;►I Ministerio Público y a sus auxiliares, 1 fin ele que los 

menores sujetos tt investigación le sean rcn►itidos (le inmediato; IIL- 1'rtcticor las diligencias ele carácter 

con;IlIcmcnlario ►lile Scnn (On►lucelacs a Lt ctm►hrt►hación de los elementos constitutivos (le las 

inl'rnccümcs; t►si millo las Iciidieutes t► crnt►I►r inil.  la Imtticihnción del n►cnor en los hechos. 

Destaca igualmente el articulo 38 de la citada ley que: "Cuando en una 

avcrign;►cihn la'c'ia seguida ante el Ministerio l'tibl¡co se ,tributa a un menor Iti concisión ele una 
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¡u frIccirítl que coirespc sida tt un ¡licito tipil leudo por las leyes renales a que se refiere el articulo lo. (le 

éste wdcuuuuil¡cilio de ley, dicho representante social pondrá de inmediato al nicnor a disposición del 

e uiuisioiin(lo investigndou.'' 

`Cuando se Ir'nte de conductas culposas, el Mjiiisterio Público o el comisionado 

investigador cttlregarúii (le inmediato al menor a sus representantes legales o encargados, fijando en el 

nlisnto acto la garanl(a correspcmdicnte pana el pago de la reparación del daifo y perjuicios ocasionados. 

I.os represen 1tutics legales o encargados que(lar►ín oliligados a presentar nl menor ante el comisionado 

investigador o ¡unte la comisión dielaminndorn cumulo para ello sean requeridos, igual acuerdo se 

adolliarí cuando la inl'rtteción correslumda n una con►lucta tipificada en el Código penal del Estado, que 

no ti crezen pena privativa (le libertad o que permita sanción Itllerntttivlt." 

"Si el menor no hnhicre sido presentado, el Agente del Ministerio Público que 

tome coltocinlicnto ele los hechos rcntitirti todas las ncUmciones practicados nl comisionado investigador, 

el que dentro (le las veinticuatro horas siguientes a aquellas en que se tome conocimiento (le las 

inli';ieeiumes ¡tlt ihuid,►s a los menores. resolverá lo que cemlhrnle a Ilerecho proceda.'' 

Adiarlo 39.- 1  comisionado investigador, recabará y,  practicará sin demora 

todas las diligencias que sean pertinentes pirra el ese Lurcintlento de los hechos. 
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Articulo .10.- C'uahto el lucuor Ilo bayo sido presentalla unlu el cunlisit 	111 

investigador, éste solicitará a la comislon dictalttltiadora su localización, clan parceeneia t) prcscniac ll)11, 

en los términos de ésta ley. 

Guillo se ¿ipt'eci,i de I:1 li iit:cii)l'liilt de los arIielllu.i atilet ole,, I.1 IIICIIt:IoINIdI 

ley regula los Itspectos dentro de la averiguación i evia, en los casos de I):IrliCl),Icüm tic incitan, 

inlhictores y cuando estos son 1)reseniados o uu ante el Minislerio Público. 

Nosulrus consideramos que además (le lo aulerior es necesaria tina pIrnhositiva 

revisión a los ordenamientos jurídicos ¡clac lunados con los Inuwres inliuctoles, la cual debeló ser 

consecuente con el aparente incremento que Ita sufrido la unlisocialiilatl juvenil y las Icunlas de uxpresiún 

de mayor nocividad que el I'cnúnlenu exhibe en nuestros (lías. Sobre el Iruticulur cabe hacer lucncicin que 

curiosamente lit Ley Orgánica del Ministerio Público del 1?studo (le Ginill,ljuuto, en todos sus 

dispositivos es absolutamente omisa respecto de los menores infractores y sobre boda (le canto debe 

actuar el Ministerio Público cn aquellos casos en que inwrvcugun ltwnoles (le edad en l ecl tos 
i 	 . 

posiblemente constitutivos (le delito, lo que representa una laguna en la citada ley Orgánica (lec debería 

subsanarse debido a que la institución del Ministerio Público ticite a su cargo la persecución (k los 

delitos, y si bien es cierto que conlbl,►tc lt nuestras legislaciones los menores no camelen delilos sino 
. 	I 

únicamente ¡ubacciones, alguna tet ienciu debería hacer por lo roanas, la citrina ley, cl) el peor (le los 

casos len solo para señalar  que cuando en la probable concisión tic 1111 delito tel 	inlu•vención algún 

menor, la integración de la averiguación previa se hará cot1ibrtic a lo establecido en lo Ley (le Justicia 

para Menores, pues aunque parezca absurdo se (lan casos en que existen Agentes del Ministerio Público 

que desconocen la existencia de ésta ley. 
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5.4. LA AVERIGUACIÓN PREVIA CON DETENIDO. 

Dentro de éste apanado, se planicohrr el lirobiema (le determinar el térmioo 

necesario para que cl Ministerio Público concluyera la r►verignnción previa con detenido; antes de la 

riltinia rcl rnlrr. Irmto a la Cor►slit tic irín Po bit len de los 1?stados Unidos Mex iconos, como al Código 

1 11 1i cesa l fenal del Estado (le (~uatmjunto, se atentaba seriamente contra la libertad de las personas, pues 

ni In 1 e Sul?renla ni el Código Procesal, en su miículo 126 serllolahan un término partí que el Ministerio 

1)(1)1¡CO crms ¡gua uro u un (lele)►ido ante cl .luce. (le In causo, Ilties anchos art¡etrlos I11CIlelorlill,an que 

aunado el neusrulo por un delito fuera detenido, debería ser puesto 8 disposición de la autoridad 

competente irlmcdirrlan►ente, aspecto de la r►veriguaciórt previa iniportarllísillto que el legislador omitío 

regular. 

l ii la hrríclica se observaba que Ilor la li►Ila misma de regulación (le éste aspecto 

cn la ley, el í`lini5teiio Público cn ocasiones duraba v000s días para la debida integración de la 

rtVcri'.uacirm previa, Sil) inll)tlrtar si Ilubicr,r (Ictcnitln. 

Fu l maestro sistema • jnrídia 1,1 tcstriccic(n a la libertad de Ins personas sólo 

huella darse cn pos sic.nicnles sul)uestos: Por olddn (le :rulorirlatl jndicirrl, esto es, mediante una orden (le 

al)rclrcnsíc;rr; en Coso de flagrante delito y en casos ale turgencia. La printera hipótesis incumbe al proceso, 

y, las rins últimos currespoulderl a la averiguación previa. 

Con pase vil lo niutcri( l, la avcriguacirín huevas► se tramita CON DETENIDO en 

el c.rscu en yue se s((uprenda al su jelo en el preciso niotoento de cometer el (le l¡lo o cuando después (le 
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ejecutado el acto es ivatcrialuientc perseguido, y tau hién en los casos (le noluria unceucia, cuando lltu lit 

(lora o por la distancia del lugar en chic se practica lu dctcuci(ín no hay ninguna ailloritliul • judicial que 

pueda expedir lit orden C(11'I•CSIhlrllliculle y Caislun serios Icnlurcs tic (lile el respuntiill)iC se ,►I,Iraiga :I la 

acción de la • justicia, Cabe aclarar que nos e 111111us refiriendo il dclllus (lile leilgaut sella lada si111Cit111 

corporal, pues en los supuestos (lilaetites a los mencionados, el Ministerio Píll,licu dcl,e Ir,ullitilr la 

avcrignaci(ín sin detenido. 

lkhciiiii II:ICI'r it(1tar, &11C  CII I:I il\'CI'IgIlíltat)ll tic lw IcIiii+y 1,1 Ituitittll 

investigadora del Ministerio Público no es sencilla porque, además (le recabar lis Uci lciitus de prileha 

que se relacionan con los hechos, licite a su caiEo también la cotuprobilcitín (Iu Itr,, cien culos del libo 

penal, tenetitOs entonces que haecr frente a la restricción tic la 1ihcrt:lcl (Icl Ixulicutias, cuando la 

averiguación se realiza con detenido se encuentra un lato complicada lit Punción del Iteprescnlaule Social 

en la averiguación (le los delitos. Sin embargo, al sopesar am bus intereses, previiccc la prelcusión del 

t sla(lo al proteger el bien jurídico attupliatnetic lutelado cn uneslro sistema, consislcllle cn el respeto tu la 

libertad del gobernado, es por ello que las 	penales a lit Conslit tic icín y al Código (le 

procedimientos Penales del I:sla(lo, ahora si, setialan un lúrini¡tu razonable y preciso al liuislerio 

Público para que concluya la primera etapa del Ilrocedtuieuit pcual. 

Las últimas relllrillas cii materia penal, (auto a la Carta Magna emito al Código 

ele procedimientos penales del Estado, de alguna li,rma vinieron a regular la Ingun❑ tau enorme (lile 

existía respecto de la libertad (le los detenidos en cuanto no había una precisión sobre cl léntliuu que 

debería permanecer detenida una persona para investigación ti disposición del MMlinislcrio 11Ciblico, lo que 

muchos ocasiones propició violaciones a 1u libertad porque el poco 1¡citipo (le 2.1 Iwras (lile se usaba Cil la 

práctica, significaba presión y el representante social no podía cumplir debidaiuuente Con su lrabaji y 

tampoco siltlstacei' las expectativas (le su actuiación. 
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1,,t i►nporiaueia de las rcli,rutas estriba en darle al Ministerio Público la 

ccrliilutnhre (le I„xlcr detener a una hcrs►ma hasta por 48 horas, no más y, . si se trata de delito 

urli;n►ira►lu, hasta el doble ►le clich„ termino, lo cual representa una ventaja para la liscalia N, tina garantía 

pata la persona investigada, pues es obvio, que el ole et„ li►ndaniental de toda averignaciún previa, es 

dem►,strar en actuaciones la co►nisión (le un ilícito, para que en su oportunidad el juez de In causa penal. 

haca posible el desagravio a la s„cic,lnil. 

tinl,re Ins citadas rcliirinrts. tratamos (le hacer un breve comentario: los cambios 

al artículo 1 (',mstitncionnl son para darle al Ministerio Público lundamentalmente la capacidad y 

litct►Itad (le retener hasta por 4$ horas o el doble del I~rmino a un detenido. 

I.as rcli,rinas al artículo, 1 00, establecen que el Ministerio Público tiene 2,1 horas 

11,1111 comsienar ¡unte el Juez a una persona quo sea arrestada de previa orden de aprehensión. 

Igual u ten te. las reli,rm,ts al artículo 20 Constitucional tienen como objetivo 

ampliar las gtirnntlas del procesado en materia [le lianza, prohibir la tortura, la incomunicación e invalida 

las contusiones „htenicl;ts por I,► Policía .ludicial. 'I'anthién suprimen la obligatoriedad (le los careos y 

isl i s,, , Iu„Irs reali,am'sn Iictiei,iit del jniwuln, j resalta la itm porl;utcia (lc liirl;►Iccer la situaci,'m de la 

Ict na , la I„ ;ice, n d, I,► viclimuma cn el I t„ccso: í^:1;► hasta ;►hura hohi t sido i}:nnraula. 

Respecto ole Ion cambios ;►1 ►ulícnlo 107 Constitucional. deroga un p; rraFo 

;►i►Icrior (pile Irisa al 1') en rel:►rióu c„►► el trr►ninn c►mstituciu,nnl, h;u•;t poner n disposición de ►m juez :► 

iptiien Fue mi _'ltcn►li,l,m. 
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I,a relimu,► (Id artículo► 1 I1) Constitncionr►I, estriba en quq éste pasa al 19, para 

est,►I,Ieccr plazo (le 21 I►nrr►s para poner a disposiciiín ctel uc?. que haya girado una orden de aprehensión. 

,rl (letelli(lo: luir rillirlO) la refiunr,► prevé que el 11') sea totalmente can►hiado para que entre los listados 

(le la Fe(lcr►ción haya rrn interaunhio de reos mucho r►►;is Fluirlo yy eficaz que el diseñado anteriormente y 

que resollaba rm,►crú►►icii y, lento. 

1 a iet rrn;rs al artículo 16 de la I.ey, Fundamental y al 183-I3is del Código de 

procedin►icr►Ios Venales del I.stado. señal,►n pues, un término en la ley. preciso y, razonable, para que el 

:. 	 Nfmisterio Público coucluvva la as,eriguacióri previa, ya que a iIleric~rmer►te en nuestro sistema jurídica no 

sc iustilicaI i que el imlicirulo pern►.►necicr► indelinidamuente n disposición clel represeMnote social. 

i 	 . 

Canta conclusión a éste ,►hrul,ido, consideramos que dentro de éste plazo 

mrixirnu podrá la autoridad investigadora realizar tia lirneión sin el r►hresurnmicnlo a que le ceñiría uno 

►neruur. cr► el (lile, por IaIlr► de tietn,o mínimo necesario para realizar sil cometido. estaría propenso a 

cometer errores, en detrimento (le la debida administración de .juslicia. 

5.5. 1  ;\VEMIG iA( IÓN PRIvl\ SIN I)I 'FI?NJDO. 

I?n este aspecto, la representación social (le acuerdo r►I ci►r►►ulu de Irr►hr►jo y al 

n►;►terial I►rrmano (le (lile dispone, Arpe .justilicor el tiempo indispensable de que debe disponer puma 

comclnir can ►Ictermin,rci(~r► sil as,cri~unción. 



Obvio res11ll0 (lile dur;u►tc I;► integración (le la t►vcriguación previa. cuando n0 

cxislc detenido, cl Mii►isterio Público no tiene ni 1❑ presión, ►►i la urgencia parra ejercitar o n la acción 

h~ nnl. heno Int►►l oco puede estarse ;► la prescripción de la propia acción. 

1 	virlrnl (le (lile no existe regulación en este aspecto iti en el Código de 

Prncc(limicnliis Peliales. ni en la ley Orgánica del Ministerio Pi►hlico (le la Procuraduría General de 

.justicia del I.,sta(In de Gna►►;►j►►;►to, cunsi►Icr;u►►us ncccsariO (lile dchcría establecerse como término 

►n;íxiiuo Imr loo geiuml, liara que el MlinistcriO Pílblico amci►iyy;► su ii vcrigu;►cüin pi.C51a sin detenido los 

cuatro meses a que nludc o linee iel~rcncin la fiaccióii VIII del u,lículo 20 C►mstitucional, y, que cn dicho 

término. ►Icicnninc si ejercito o no la acción henal, o hico. I;► reservo n archivo de la indagatoria. 

{ 
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C0NCLUJS10NI S 

I'IZIf'l lált, .- til liii que se Ilel igI e a iia' es del Dele Iia r, IllLt:i 	teili el de 

Lttf;111hz;11 un lilíni1110 tic scgtn•id tii, ceileia, lihcllntl, igualcl;lcl y • justicia (lava lodos los iiitlivilliius que 

inlceran In suciedad; sin embargo, para cumplir culi Ial I italidatl el 1)ereello debe sir dinúiti¡co y,  

eVOl tic ¡anal' il Iniv s (le 1,1 novilla • ji ríd¡ea actualizada GUIRI (lita St teictiati se tl'i1115It11111;1 I)UFU alcalizar 

aspiraciones colectivas (lile le permita progresar. 

SE(;UNI)A.- 1 statii us cunseicilles de la necesidad de que sea un i rgamto dei list;uhl 

corno lo es la Institución del Ministerio Público, el cnc;u'gado tic ejeicilvr la acción penal y velar Iwr la 

exacta aplicación tic la ley, pues el cieteitarla intichidantente acarrea graves Ilu;juicius Ilara la debida 

ullnlinistr;lcitín tic j1151ici-1. Can el Nlinislcrio Pública se tiene una eclle/a jiiiítliea subte la ncusaeióit, plies 

canto órgano Iéctlicu en la ciencia juritlica Ilcnal, es lógico presumir que la acusación se ltamú cn Iilrnm legal 

yjusta, por tratarse de una institución tic buena le y titular del "iu, Iluuicncli", u ticrcelta a castig;u, 

TERCERA.- Dentro tia la au;icleu ística de buena l_ tic que esl;i invest ida el N linistet io 

Público, debería en I;1 I)Iiúetica actual' así, ya (lile en Illlllalas aeasiouies actúa etano si ÍIIIICUIIIcuuie le 

interesad el castiga del inculpado pues por sistema e incluso por consigna, inglugna resinaciones (lile ¡e 
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hcnclicimii al inculpado, aúii y cn,trnlo (le lu acti ado se desprenda su inculptthili(Ltd y silo crt ocasicmcs, 

sobre lulo en asrinfus (lile revelan interés político, rlcja (le iinpugiia los para favorecer inmctceicianrcntc al 

inculpado. preseuilandi, incioso cimclusiuncs irtaençal('uins. 

('UA1f'A.- Al eslrthleccrse cn el ,irtículo 21 tic la Constitución General ele la 

República el mnnopillio (le lo persecución de Zoos delitos en marros del Ministerio Público, y siendo evidente 

que la luiieitin I)crsccnlori;t enU via indilda lemenie I,i ;u tiv iclad im'estigadora tertclicnte a encontrar el hecha 

delictuoso y los cicrneiuk s (lile linean probable la resIms,rhilidad henal tic su autor. 0 autores, pata el electo 

del ejercicio de la :ueciñ•m lumrl mte Ioti tiihun;rlcs, el ;rlurlirldl precepto constituye la base C'rmstilileion,rl ele 

la clara ele In averigu;tciún previa al proceso henal. 

(11)IN~I'A.-Iil cód1e( tic I)nn:ctlimieutios Velinles del 1?stado seiiala expresamente a la 

averiguación previa como (n hrimcr.r chaira del I,rocethitnicnlo henal, situación (lile no precisa ni La Les• 

)igúitiea del 1inisterio Ihihlico local. iii la 1 L (le .lustlela paro mcnnres (le muestro lateada 10 obstante. del 

cx;uneii general ele anchos te tus legales S• ele las lheuillades del Ministerio Público en la investigación y 

pcisecuciñn rle lo; delitos, se rleslneuide la cxistenccr ele dicha etapa COMO un autí•nticrr periodo irtquisitorio 

pentrl. 

.\' l '/.-• Fui nu,cs uo It:ido ik r. iII:1li,ijn:rtu, Lr I.cv de .Iri,Iici t Imin menores vino tt 

regular itspectíe; itnpoibotes en llimicria de avcrigtiacirín previa clinild r dentro ele stt integración. tenia 

110ticiircióli alón turnar tetes de la legislación rmtcr ior cicnrnrritta(hi ley sobre lutelrt educativa de menores 

itiliactnie , nad:1 eoiitemplaba al respecto, lo que al representante social le significa cierto grado ele 
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cliiicult;i l r►t sus lilliciuncs, pues en uc;lsiuucs nu ,r juslilic;l;llr,l del ludo l i lprit :i,iu de la liliiad del 

mcuur inli•uctoi. 

1.a l.ev ( )1tiii:il (Iel islllll:;lel'IU 11IIIIIi 	Iel I.N1,I~IU SIC (1it:lll I11;11U. 

i11)i111111iII11e111C OIith;l enn lodos mis 111tihllbllltllti subte l,l ;ICIII;1CIull del 111111111ciiu P{IIIIteu enn ;Igquuelli 	e;Iu`, 

en que iniei eiiLun Incitares de edad cn los Ii~ciw:, (luC ne intr,lig;ln, Iu que allane lle cun;itwir uuiu l u uiu.i 

cn dicha ley, dlu margen para hilo el repiesvillate social int.gle de¡ic¡elUelucnte sus ;Itcrivaciunus previas, 

por lo que nus perinitil►tus )rOhuncl• se estable/can las Ir,►scs en Idiella ley Trua unce dehilla te lunlenlución uIc 

In averiguación previa donde intervengan menores de edad. 

OCTAVA.- "fumando como ielcrcnci;l uue;li i t.';Irl;l I'unclamell il en su ailícul1t I(l 

el Código de Procediiiiientos Penales del lstullu cn su articula 183-Ilis, ¡eliulnadu:; últilu;ullcute, 

consideramos aductuido el termino que le lile lí•jiulu ¡ti Ministerio Público para poder retener a tina persuila 

hasta por 48 horas, y si se truca de delilicucuuia org niiz;lda, hasta el doble de ése leonino, ya que iel)iesclu;l 

una vetit;lla para la representación social y lllla g;11'íllltia pata 1,1 persona detenida y sujeta a iuivestig ucillll. 

Este lúe un aspecto Fui dainetita1 que aiiieriorluudc pasaba par alta el legisladur. 

NOVENA.- Si In averiguación previa tic inicgia sin dctcilido pod la sciull ut'se un 

termino máxima (le cuatro meses para (p►c el fvlinis1et io Público ejercite la acción penal, o bien, determine 

subte el archivo o reserva (le In averiguación previa y no se exceda de dicho túnlinrl en aras de tina 

procuración de justicia pronta y expedita. 1',11,1 dicho lértnirnl Iumamus cuna rcl~lcncia {II c,tublecilltl en cl 
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mlicnk► 20 (:'(lnstitneiorml, en su tracción VIII. que establece como garantía del inculpado dentro del 

I►noceso lun;►I, (lile sea ji g►do 8ntes (le cuatro iiieSCs si se trata de delitos etivva pena ni ísinta no exceda (le 

~Ins r►íinti (le ;,risión. 1{tilo debería regnLu•se tanto en el Código (le Procedimientos Penales (tel Instado. am►o 

en la 1 evv ( )rwinira (del Ministerio Ihiblicn local. 
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